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público, con arreglo a las disposiciones generales 
en ella previstas y a la reglamentación que de la 
misma se dicte. Dichas actividades deberán pro-
pender por la libre competencia económica, la no 
discriminación, el libre acceso y a la asignación 

Artículo 5º. Los 
eventos de interés para la comunidad son aquellos 
que interesan a todos los habitantes del territorio na-
cional, por razones de identidad y representatividad 
nacional, cultural y social.

Artículo 6º. 
 Para 

la declaratoria del fútbol Profesional Colombiano 
como evento de interés para la comunidad se debe 
tener presente que el fútbol:

a) Es el deporte con más arraigo y popularidad en 
Colombia y está inmerso en la cultura nacional;

b) Tiene relevancia nacional e internacional e in-
volucra a todas las regiones de Colombia;

c) Contribuye con la formación y fortalecimiento 
de la democracia;

d) Es un evento con tradición y vocación de per-
manencia en todo el territorio colombiano;

e) Es un evento generador de entidades que per-

Nación.
CAPÍTULO III

De la transmisión de los partidos del fútbol  
profesional colombiano

Artículo 7º. Las asociaciones deportivas y/o los 
titulares de los derechos de transmisión televisiva de 
encuentros de fútbol donde participe los equipos pro-
fesionales del Fútbol Profesional Colombiano, debe-
rán comercializar esos derechos de modo tal que se 
garantice la transmisión en directo de dichos encuen-
tros a todo el territorio nacional.

PROYECTO DE LEY NÚMERO 199 DE 2012 
SENADO

FÚTBOL PARA TODOS
-

El Congreso de Colombia
DECRETA:

CAPÍTULO I
Declaratoria de Interés Público

Artículo 1º. . Declárese de interés pú-
blico la transmisión del Torneo de Fútbol Profesional 
Colombiano.

CAPÍTULO II
Disposiciones generales

Artículo 2º. . La presente ley tiene como 
objeto lo siguiente:

a) Declarar de interés público la transmisión del 

de que la mayor parte de los habitantes del territorio 
nacional tengan acceso a las transmisiones de fútbol;

b) Que todos los canales de televisión en Colombia 
tengan la posibilidad de transmitir los partidos de su 
interés y así evitar las prácticas monopolísticas o de 
exclusividad con los derechos de transmisión de los 
partidos del Fútbol Profesional Colombiano;

c) Garantizar a todos los operadores privados o 
públicos a nivel nacional, regional o local y a los con-
cesionarios de espacios de televisión la transmisión 
de los partidos del Fútbol Profesional Colombiano.

Artículo 3º.  La presente ley 
es aplicable a las personas naturales y jurídicas do-
miciliadas en el Estado colombiano.

Artículo 4º.  Las activida-
des desarrolladas en la presente ley, serán ejerci-
das libremente, conforme a su carácter de interés 
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Artículo 8º. Lo establecido en el artículo 6° se 
considerará cumplido con la transmisión a través de 
una emisora de televisión abierta nacional. En aque-
llas localidades que no se encontraren incluidas en 
áreas de cobertura de estaciones de televisión abier-
tas o que se encuentren en áreas de sombra, se con-
siderará cumplido lo ordenado en el artículo 6° me-
diante la retransmisión en directo de los partidos por 
un circuito cerrado de televisión comunitaria confor-
me a lo preceptuado en la Ley 182 de 1995.

Artículo 9º. Declárese alcanzado por lo dispues-
to en la presente ley exclusivamente y con carácter 
taxativo los torneos deportivos correspondientes a la 
Liga Postobón (Torneo Grupos de la categoría A y 
B) Copa Postobón (Torneo Grupos de la categoría 
A), Torneo de la B (Para ascenso a la categoría A o 
descenso a la categoría B).

Artículo 10. Si las asociaciones deportivas y/o 
los titulares de derechos de transmisión televisiva de 
encuentros del Fútbol Profesional Colombiano, los 
comercializaren de forma tal que contravengan las 
disposiciones establecidas en la Ley 1340 de 2009, 

, serán sancionados 
conforme lo dispuesto en la misma, por la Superin-
tendencia de Industria y Comercio.

Si frente a esta ley se esgrimiera la existencia de 
derechos adquiridos, la Superintendencia de Indus-
tria y Comercio determinará si tales derechos res-
tringen, falsean o distorsionan la competencia o el 
acceso al mercado o constituyen abuso de una posi-
ción dominante en un mercado, de modo que pueda 
resultar perjuicio para el interés económico general, 
procediendo en tal caso según lo establecido en el 
párrafo anterior.

Artículo 11. Los autorizados a prestar los servi-
cios contemplados en la Ley 182 de 1995, titulares 
de los derechos televisivos objeto de la presente ley, 
que no cumplan con las disposiciones aquí estableci-
das serán sancionados con las penalidades previstas 
en dicha ley de televisión.

Artículo 12. El Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones y la Entidad que 
reemplace a la Comisión Nacional de Televisión 

garantice el efectivo cumplimiento de lo dispuesto 
en la presente ley, dictando las normas que corres-
pondan a ese efecto.

Artículo 13.  La presente 
ley rige a partir de la fecha de su publicación, no ten-
drá efectos sobre negociaciones, cesiones o contratos 
de derechos de transmisión realizados con anterio-
ridad a la fecha de su entrada en vigencia y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias.

Senador de la República.
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Antecedentes
El presente proyecto tiene como objetivo principal 

declarar de interés público el Fútbol Profesional Co-
-

visión en Colombia tengan la posibilidad de transmitir 
los partidos de su interés y de esta forma la mayor parte 
de los habitantes del territorio nacional tengan acceso 
a las transmisiones de Fútbol, brindando de esta forma 

un marco legal que desarrolla los siguientes artículos 
de la Constitución Política de Colombia:

Artículos 2º dice: -
-

y -

-

el Acto Legislativo número 2 de 2000 artículo 1°, 
señala: 

-

-

-

social recreativa ha sido reconocida para la televisión 
como un espacio público con funciones culturales, 
recreativas e informativas sujeto al cumplimiento de 

1, la transmisión por televisión 
de los partidos del Fútbol Profesional Colombiano 
constituye una actividad que contribuye a la recrea-
ción de la población, ya que en Colombia el fútbol se 
encuentra inmerso en la cultura nacional y muchos 
aspectos de la vida giran en torno a él. En la actuali-
dad es uno de los fenómenos más difundidos y se ha 
convertido en un elemento de la vida diaria, que se 
disfruta desde las graderías de un estadio, ejerciendo 
su práctica como ejercicio físico, o a través de las 
transmisiones por televisión.

En efecto, el fútbol se ha convertido en un depo-
-

das a él. Del mismo modo, se ha comprobado que el 
-

plios sectores de la población no solo regional sino 
mundial. Observamos cómo un triunfo en el fútbol 
se relaciona no solo con el optimismo del país, sino 
también con su economía.

Igualmente, el fútbol es un pilar importante en los 
medios de comunicación, de él se comenta no solo en 
periódicos y revistas, sino también en programas de 
radio y televisión. Con todo ello, se evidencia cómo 
las transmisiones de los partidos de fútbol por televi-
sión se difunden a precios exorbitantes y las cadenas 
de televisión compiten entre ellas en una puja de mi-
llones de dólares para obtener los derechos de trans-
misión. La competición deportiva se ha convertido 
en un espectáculo de alto nivel y en consecuencia 
están en juego considerables intereses económicos y 
comerciales.
1 Colombia. Corte Constitucional (1993, febrero 26) 

Sentencia T-081. M. P.: Eduardo Cifuentes Muñoz. 
Bogotá.
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Aunado a lo anterior es importante indicar que 
el artículo 333 de la Constitución Política, propende 
por la libre competencia económica pero dentro de 
los límites del bien común. Sin embargo, los avan-
ces tecnológicos en las telecomunicaciones, unidos 
a la práctica comercial de adquirir los derechos de 
transmisión de los partidos de fútbol, pueden llevar 
a restricciones del mercado, lesionando la libertad 
de los operadores de los medios de comunicación y 
por ende los derechos que tienen todas las personas 
en Colombia a disfrutar y recrearse con las transmi-
siones de fútbol. Esta situación conlleva a que los 
contratos millonarios que se pactan para los derechos 
de transmisión de los partidos de fútbol, limitan el 
acceso de gran parte de la población, que como no 
es usuaria del operador que adquirió los derechos de 
transmisión, no puede disfrutar y recrearse a través 
de la televisión con los torneos del Fútbol Profesio-
nal Colombiano.

Finalmente, este proyecto de ley busca evitar el 
monopolio de los derechos de las transmisiones del 
fútbol colombiano y constituir al fútbol como una 
actividad de interés publico, para que estas transmi-
siones de fútbol por televisión sean asequibles a la 
gran mayoría de la población del país.

Senador de la República.
SENADO DE LA REPÚBLICA

SECRETARÍA GENERAL
Tramitación Leyes

Bogotá, D. C., 13 de marzo de 2012
Señor Presidente:

de ley número 199 de 2012 Senado, 

me permito pasar a su Despacho el ex-
pediente de la mencionada iniciativa que fue pre-
sentada en el día de hoy ante Secretaría General. La 
materia de que trata el mencionado proyecto de ley 
es competencia de la Comisión Sexta Constitucional 
Permanente, de conformidad con las disposiciones 
reglamentarias y de ley.

El Secretario General,

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 13 de marzo de 2012
De conformidad con el informe de Secretaría Ge-

neral, dese por repartido el proyecto de ley de la refe-
rencia a la Comisión Sexta Constitucional y envíese 

que sea publicado en la Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la Repú-

blica,

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

PROYECTO DE LEY NÚMERO 200 DE 2012 
SENADO

Ministerio de Comercio, Industria y Turismo
Despacho Ministro
D.M.
Bogotá, D. C.,
Doctor
JUAN MANUEL CORZO
Presidente
Senado de la República
Carrera7 N° 8-68
Bogotá
Asunto: Presentación del Proyecto de Ley de 

Garantías Mobiliarias
Destino: Externo
Origen: 10000
Honorable Presidente Corzo:
Por medio de la presente me permito remitir el 

Proyecto de Ley de Garantías Mobiliarias para su 
discusión y trámite correspondiente en el Congreso 
de la República.

Al respecto, destaco que este proyecto de ley, de 
iniciativa de este Ministerio, es el resultado del tra-
bajo de más de un año que se llevó a cabo en una 
comisión redactora especial coordinada por la Su-
perintendencia de Sociedades, presidida por el Vi-
ceministro de Promoción de la Justicia y en la que 
participaron activamente, además del Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo, varias entidades del 
orden nacional y expertos en temas de derecho civil 
y comercial.

La importancia de este proyecto de ley se debe, 

promover el acceso al crédito de las micro, pequeñas 
y medianas empresas, sin perjuicio de que otros ac-

-

mobiliarias.
Para lograr un mayor acceso al crédito, la pro-

puesta del Gobierno incluye una reforma integral al 
Régimen de Garantías Mobiliarias, mediante su ac-

-
zación de los mecanismos para constituir, publicar y 
ejecutar las garantías.

Adicionalmente, es importante anotar que, para 
la redacción de este proyecto de ley, se tuvieron en 
cuenta los más altos estándares internacionales tra-
zados por la OEA y la CNUDMI y adicionalmente, 
se estudiaron las experiencias de otros países, con 

equivocaciones de otras naciones. De cualquier for-
ma, el trabajo de la comisión redactora, que contó 
con el apoyo del Banco Mundial, se adelantó desde 

contemplar las realidades propias del país en el tema 
de acceso al crédito.

Finalmente, consideramos que la aprobación del 
Proyecto de Ley de Garantías Mobiliarias permitirá 

obtención de crédito del Reporte Doing Business y 
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ello repercutirá positivamente en el clima de los ne-
gocios en Colombia.

Cordialmente,

Ministro de Comercio, Industria y Turismo.

Ministro de Comercio, Industria y Turismo (e).
Anexo 44 folios.

PROYECTO DE LEY NÚMERO 200 DE 2012 
SENADO

El Congreso de Colombia
DECRETA:
TÍTULO I

ÁMBITO Y APLICACIÓN GENERAL
CAPÍTULO I

Propósito y objeto de la ley
Artículo 1°.  Las normas con-

tenidas en la presente ley tienen como propósito in-
crementar el acceso al crédito mediante la ampliación 
de bienes, derechos o acciones que pueden ser objeto 

oponibilidad, prelación y ejecución de las mismas.
Artículo 2°.  Esta ley será apli-

cable a la constitución, oponibilidad, prelación y eje-
cución de garantías mobiliarias sobre obligaciones de 
toda naturaleza, presentes o futuras, determinadas o 
determinables y a todo tipo de acciones, derechos u 
obligaciones sobre bienes corporales, bienes incorpo-
rales, derechos o acciones u obligaciones de otra na-
turaleza sobre bienes muebles o bienes mercantiles.

CAPÍTULO II
Sistema Unitario de Garantías  

sobre los Bienes Muebles
Artículo 3°. 

 Las garantías mobiliarias a que 
-

mente o por disposición de la ley sobre uno o varios 
-

lantes, o sobre la totalidad de los bienes en garantía 
del garante, ya sean estos presentes o futuros, corpo-
rales o incorporales, o sobre los bienes derivados o 
atribuibles de los bienes en garantía susceptibles de 
valoración pecuniaria al momento de la constitución 

-
rias obligaciones sean de dar, hacer o no hacer, pre-
sentes o futuras sin importar la forma de la operación 
o quién sea el titular de los bienes en garantía.

Independientemente de su forma o nomenclatura, 

operación cuyo efecto sea el de garantizar una obli-
gación e incluye, entre otros, aquellos contratos, pac-
tos o cláusulas utilizados para garantizar obligacio-
nes respecto de bienes muebles, entre otros la venta 

de garantía, la prenda de establecimiento de comer-
cio, las garantías y transferencias sobre cuentas por 
cobrar, incluyendo, compras, cesiones en garantía, 
las garantías mobiliarias sin tenencia y cualquier otra 
forma contemplada en la legislación con anteriori-
dad a la presente ley.

Cuando en otras disposiciones legales se haga 
referencia a las normas sobre prenda, prenda civil 
o comercial, con tenencia o sin tenencia, prenda de 
establecimiento de comercio, prenda de acciones, 
anticresis, bonos de prenda, prenda agraria, prenda 
minera, prenda del derecho a explorar y explotar, 
volumen aprovechable o vuelo forestal, endoso en 
garantía, prenda de un crédito, prenda de marcas, 
patentes y demás derechos de análoga naturaleza, 

y a otras similares, se les aplicará lo previsto por la 
presente ley.

Artículo 4°.  
Las garantías de las que trata esta ley podrán cons-
tituirse sobre cualquier bien mueble, salvo aquellos 
cuya venta, permuta, arrendamiento o pignoración o 
utilización como garantía mobiliaria esté prohibida 
por ley imperativa o de orden público.

Se exceptuarán de lo dispuesto en esta ley las ga-
rantías mobiliarias otorgadas sobre:

1. Bienes muebles tales como las aeronaves, mo-
tores de aeronaves, helicópteros, equipo ferroviario, 
los elementos espaciales, y otras categorías de equi-
po móvil reguladas por la Ley 967 de 2005.

-
ros regulados en la Ley 964 de 2005 y las normas 

Artículo 5°. -
 La desafecta-

ción consistirá en la separación del bien por adhesión 

del Código Civil, sin que se produzca detrimento fí-
sico del bien inmueble al que por adhesión o destina-
ción pertenece. Los bienes desafectados podrán ser 
objeto de garantías mobiliarias. Cuando exista sobre 
los mismos una garantía hipotecaria, el otorgamiento 
de una garantía mobiliaria deberá ser autorizado por 

Artículo 6°.  Para garantizar 
obligaciones presentes y futuras el garante podrá, 
además de los casos contemplados en la ley, constituir 
garantías mobiliarias a favor del acreedor garantizado 
sobre:

1. Derechos sobre bienes existentes y futuros sobre 
los que el garante adquiera derechos con posterioridad 
a la constitución de la garantía mobiliaria.

2. Derechos patrimoniales derivados de la propie-
dad intelectual.

3. Derecho al pago de depósitos de dinero.
4. Acciones, cuotas y partes de interés representa-

tivas del capital de sociedades civiles y comerciales, 
siempre que no estén representadas por anotaciones 
en cuenta.

5. En general todo otro bien mueble, incluidos 
los fungibles, corporales e incorporales, derechos, 
contratos o acciones a los que las partes atribuyan 
valor económico.

Artículo 7°.  Entre 
otros podrán garantizarse:
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1. El capital, los intereses corrientes y moratorios 
que genere la suma principal de la obligación garan-
tizada.

2. Las comisiones que deban ser pagadas al acree-
dor garantizado.

3. Los gastos en que incurra el acreedor garanti-
zado para la guarda y custodia de los bienes en ga-
rantía.

4. Los gastos en que incurra el acreedor garanti-
zado con motivo de los actos necesarios para llevar a 
cabo la ejecución de la garantía.

5. Los daños y perjuicios ocasionados por el in-
cumplimiento de la obligación garantizada, que sean 

arbitral o mediante un contrato de transacción.
6. La liquidación convencional de daños y perjui-

cios cuando hubiere sido pactada.
Artículo 8°. . Para efectos de la pre-

sente ley se entiende por:
Acreedor garantizado: La persona natural, jurí-

dica, patrimonio autónomo, o entidad gubernamental 
en cuyo favor se constituye una garantía mobiliaria, 
con o sin tenencia.

Bienes derivados o atribuibles: Los que se pue-
-

ginalmente gravados, tales como los frutos, nuevos 
bienes, incluyendo, entre otros, dinero en efectivo y 
depósitos en cuentas bancarias y cuentas de inver-
sión, que resulten de la enajenación, transformación 
o sustitución de los bienes muebles dados en garan-
tía, independientemente del número y secuencia de 
estas enajenaciones, transformaciones o sustitucio-
nes. Estos también incluyen los valores pagados a 
título de indemnización por seguros que protegían a 
los bienes sobre los que se había constituido la ga-
rantía, al igual que cualquier otro derecho de indem-
nización por pérdida, daños y perjuicios causados a 
estos bienes en garantía, y sus dividendos.

Bienes en garantía: Son todos aquellos bienes a 

artículo 5° de la presente ley.
Comprador o adquirente en el giro ordinario 

de los negocios: Es una tercera persona natural o ju-
rídica actuando de buena fe que sin conocimiento de 
que su operación se realiza sobre bienes corporales 
sujetos a una garantía mobiliaria, los compra o ad-
quiere y toma posesión de estos al valor de merca-
do, de un garante dedicado a comerciar bienes del 
mismo tipo que los bienes sujetos a la garantía mo-
biliaria, dentro del giro ordinario de sus negocios. 
Estarán exceptuados de esta categoría los parientes 
del garante dentro de cualquier grado de parentesco 

en los artículos 35 y siguientes del Código Civil, sus 
socios, sus representantes legales, sus promotores, 
interventores o liquidadores, y cualquier persona 
que tenga un vínculo laboral o de inversión con el 
mismo.

Control: El contrato de control es un acuerdo en-
tre la institución depositaria, el garante y el acreedor 
garantizado, según el cual, la institución depositaria 
acepta cumplir las instrucciones del acreedor garan-
tizado respecto del pago de los fondos depositados 
en la cuenta bancaria.

El control será efectivo aun cuando el garante re-
tenga el derecho a disponer de los depósitos.

Se entenderá que existe control respecto del de-
recho al pago de depósitos en cuentas bancarias 
cuando:

a) Automáticamente al momento de la constitu-
ción de la garantía mobiliaria cuando la institución 
depositaria sea el acreedor garantizado;

b) Si la institución depositaria ha suscrito un con-
trato de control con el garante y el acreedor garanti-
zado.

Crédito: El derecho (contractual o extracontrac-
tual) de reclamar o recibir el pago de una suma de 
dinero de un tercero, adeudada actualmente o que 
pueda adeudarse en el futuro incluyendo, entre otros, 
las cuentas por cobrar y regalías.

Derechos de Propiedad Intelectual: Son los re-
gulados por la Decisión 486 de 2000 de la Comisión 
de la Comunidad Andina de Naciones, relativos a pa-
tentes de invención y modelos de utilidad, esquemas 
de trazado de circuitos integrados, diseños industria-
les, secretos empresariales, marcas, lemas, nombres 
comerciales, y denominaciones de origen, y los regu-
lados por la Ley 23 de 1982, los cuales recaen sobre 

comprenden todas las creaciones del espíritu en el 

sea el modo o forma de expresión y cualquiera que 
sea su destinación, tales como: los libros, folletos y 
otros escritos, las conferencias, alocuciones, sermo-
nes y otras obras de la misma naturaleza; las obras 
dramáticas o dramático-musicales; las obras coreo-

-
sicales con letra o sin ella; las obras cinematográ-

por procedimiento análogo a la cinematografía, in-
clusive los videogramas; las obras de dibujo, pintura, 
arquitectura, escultura, grabado, litografía; las obras 

por procedimiento análogo a la fotografía; las obras 
de arte aplicadas; las ilustraciones, mapas, planos, 
croquis y obras plásticas relativas a la geografía, a 
la topografía, a la arquitectura o a las ciencias y, en 

cualquier forma de impresión o de reproducción, por 
fonografía, radiotelefonía o cualquier otro medio co-
nocido o por conocer; las garantías mobiliarias sobre 
los derechos de propiedad intelectual, incluyen las 
licencias y sublicencias otorgadas sobre los mismos.

Deudor: La persona a la que corresponda cum-
plir una obligación garantizada.

Garante: La persona natural, jurídica, entidad 
gubernamental o patrimonio autónomo, sea el deu-
dor principal o un tercero, que constituye una garan-
tía mobiliaria; el término garante también incluye, 
entre otros, al comprador con reserva de dominio 
sobre bienes en venta o consignación, al arrendatario 

-
ción del mismo, y al cedente o vendedor de cuentas 
por cobrar.

Garantía mobiliaria de adquisición: Es una ga-
rantía otorgada a favor de un acreedor, incluyendo un 

bienes muebles corporales sobre los cuales se crea la 
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garantía mobiliaria. Dicha garantía mobiliaria puede 
garantizar la adquisición presente o futura de bienes 

-
nanciados de dicha manera, inclusive aquellos en los 
que el derecho de propiedad sirve de garantía, como 
por ejemplo la venta con reserva de dominio sobre 
bienes muebles, venta bajo condición resolutoria so-
bre bienes muebles u operación similar que en todo 
caso tendrán que inscribirse en el Registro para los 
efectos de esta ley.

Inventario: -
bles en posesión de una persona para su venta, arren-
damiento, transferencia, en el giro ordinario de los 
negocios de esa persona, así como las materias pri-
mas y los bienes en transformación. El inventario no 
incluye bienes muebles en posesión de un garante 
para su uso o consumo ordinario.

Registro: el Registro de Garantías Mobiliarias.
Registro especial: Es aquel al que se sujeta la 

transferencia de ciertos bienes muebles, tales como 
los automotores, derechos de propiedad intelectual, 
etc., que será constitutivo del derecho de propiedad.

Tenencia: Por tenencia del acreedor garantizado 
se entenderá la aprehensión legítima, material o con-
trol físico, de bienes en garantía, por una persona, 
por su representante, o un empleado de esa persona, 
o por otro tercero que tenga físicamente los bienes 
corporales en nombre de dicha persona y dará al 
acreedor la facultad de ejecutar extrajudicialmente la 
garantía.

TÍTULO II
CONSTITUCIÓN DE LAS GARANTÍAS  

MOBILIARIAS
CAPÍTULO I
Constitución

Artículo 9°.  Una garan-
tía mobiliaria se constituye mediante contrato entre 
el garante y el acreedor garantizado o en los casos 
en los que la garantía surge por ministerio de la ley 
como los referidos a los gravámenes judiciales y tri-
butarios de que trata el artículo sobre la prelación 
entre garantías constituidas sobre el mismo bien en 
garantía.

Artículo 10. -
 Las garantías mobiliarias pueden constituirse 

por quien tiene derechos o la facultad para gravar los 
bienes dados en garantía o el derecho a transferir los 
bienes dados en garantía en el momento de concer-
tarse el contrato.

Si se trata de un bien respecto del cual el garan-
te adquiere el derecho o la facultad de gravarlo con 
posterioridad a la celebración del contrato, la ga-
rantía sobre dicho bien quedará constituida cuando 
el garante adquiera derechos sobre dicho bien o la 
facultad de gravarlo o transferirlo sin necesidad de 
concluir un nuevo contrato.

Para efectos de la constitución de garantías mo-
biliarias sobre bienes muebles que no requieran ser 
inscritos en el registro especial, la posesión del ga-
rante del bien dado en garantía equivaldrá al título.

Artículo 11.  
Cuando la transferencia de la propiedad de los bie-
nes dados en garantía esté sujeta a inscripción en un 
registro especial, dichos bienes podrán ser dados en 
garantía por las personas mencionadas en el artículo 

anterior de esta ley y por quien aparezca como titular 
en dicho registro especial.

La garantía mobiliaria deberá inscribirse en el 
Registro para establecer su prelación, además de la 
inscripción que corresponda en el registro especial.

Artículo 12.  Para la ejecución 
judicial de la garantía mobiliaria, el formulario re-
gistral de ejecución de la garantía mobiliaria inscrito 
o de restitución, tendrá el carácter de título ejecutivo.

Artículo 13. -
-

 Salvo pacto en contrario, la garantía mobiliaria 
constituida sobre el bien en garantía se extenderá a 

derivados o atribuibles.
Artículo 14. 

 El contrato de garantía debe otorgarse 
por escrito y debe contener cuando menos:

-
tratantes.

2. El monto máximo cubierto por la garantía mo-
biliaria.

-
nes dados en garantía.

4. Una descripción de las obligaciones garantiza-
das, sean presentes o futuras.

Parágrafo. La suscripción del contrato y sus mo-
-

cripción de la garantía mobiliaria en el registro y sus 
-

blecido en el artículo referido a la prelación entre ga-
rantías constituidas sobre el mismo bien en garantía.

Artículo 15.  Cuando la pre-
sente ley requiera que la información conste por es-
crito, ese requisito también quedará satisfecho con 
un mensaje de datos conforme a la Ley 527 de 1999.

El documento donde conste la garantía mobiliaria 
podrá documentarse a través de cualquier medio tan-
gible o por medio de comunicación electrónica feha-
ciente que deje constancia permanente del consenti-
miento de las partes en la constitución de la garantía 
conforme a lo previsto en la Ley 527 de 1999.

Artículo 16. Cuando la pre-
-

quisito también podrá ser satisfecho en el caso de un 
mensaje de datos conforme a lo previsto en la Ley 
527 de 1999.

Artículo 17.  La 
garantía mobiliaria sobre bienes futuros o para ser 
adquiridos posteriormente gravará los derechos del 
garante (personales o reales) respecto de tales bienes 
solo a partir del momento en que el garante adquiera 
tales derechos de conformidad con lo establecido en 
el artículo 9° de esta ley.

CAPÍTULO II
Derechos y obligaciones de las partes

Artículo 18. -
 Salvo pacto en contrario, cuando la garantía 

mobiliaria es sin tenencia del acreedor garantizado, 
el garante tendrá el derecho de usar, transformar y 
vender, permutar o alquilar los bienes en garantía en 
el giro ordinario de sus negocios.

De la misma manera, cuando los bienes en garan-
tía sean bienes de inventario, y salvo pacto en con-
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trario, el garante podrá ceder o vender los créditos o 
cuentas por cobrar derivados de su venta, permuta 
o arrendamiento. Su cesionario o comprador podrá 
efectuar los cobros correspondientes a esos créditos 
o cuentas siempre y cuando fueren atribuibles a los 
bienes en garantía en el giro ordinario de los nego-
cios del garante y de su cesionario o comprador.

Salvo pacto en contrario, el garante deberá:
1. Suspender el ejercicio de los derechos de uti-

lización y cobro cuando el acreedor garantizado le 
-

cución de la garantía mobiliaria sobre los bienes en 
garantía bajo los términos de la presente ley.

2. Evitar pérdidas y deterioro de los bienes en ga-
rantía y hacer todo lo necesario para dicho propósito.

3. Permitir que el acreedor garantizado inspeccio-

calidad y estado de conservación.
4. Asumir los riesgos de destrucción, pérdida o 

daño de los bienes dados en garantía, salvo en aque-
llos casos en que se hubiere contratado un seguro a 
favor del acreedor garantizado, y

5. Pagar todos los gastos e impuestos relaciona-
dos con los bienes en garantía.

Artículo 19. 
 Corresponde al acreedor garantizado:

1. Ejercer cuidado razonable en la custodia y pre-
servación de los bienes en garantía que se encuentren 
en su tenencia. Salvo pacto en contrario, el cuidado 
razonable implica la obligación de tomar las medidas 
necesarias para preservar el valor de los bienes en 
garantía y los derechos derivados de los mismos.

2. Mantener los bienes en garantía que se en-
cuentren en su tenencia de manera que permanezcan 

-
gibles debe mantener la misma cantidad y calidad.

3. El uso de los bienes en garantía que se encuen-
tren en su tenencia solo dentro del alcance contem-
plado en el contrato de garantía.

4. Cobrar al garante cualquier gasto de manteni-
miento, y

5. Cuando todas las obligaciones del garante a fa-
vor del acreedor garantizado, estén completamente 
satisfechas, el garante tendrá el derecho de solicitar 
que el acreedor garantizado:

a) Devuelva los bienes en garantía, dentro del al-
cance contemplado en el contrato de garantía;

b) Cancele el control sobre cuentas bancarias;

cumplimiento de la totalidad de la obligación, libe-
rándolo de toda obligación para con el acreedor ga-
rantizado;

d) Presente el formulario registral de terminación 
de la garantía mobiliaria; y,

-
ción que elimina algunos bienes sobre la garantía 
mobiliaria.

Artículo 20. -
A petición del garante, el acreedor 

garantizado deberá informar por escrito a terceros 
sobre el monto pendiente de pago sobre el crédito 
garantizado y la descripción de los bienes cubiertos 
por la garantía mobiliaria. El garante podrá solicitar 
esta información una vez cada tres (3) meses.

TÍTULO III
OPONIBILIDAD

CAPÍTULO I
Reglas generales

Artículo 21. 
 Una garantía mobiliaria será 

oponible frente a terceros por la inscripción en el Re-
gistro o por la entrega de la tenencia o por el control 
de los bienes en garantía al acreedor garantizado o, 
a un tercero designado por este de acuerdo con lo 
dispuesto en el presente Título.

Parágrafo. A partir de la vigencia de la presente 
ley, los efectos de las garantías mobiliarias frente a 
terceros se producirán con la inscripción en el Regis-
tro, sin que se requiera de inscripción adicional en el 
Registro Mercantil.

Artículo 22. 
A una garantía mobiliaria de adquisición debe dárse-
le publicidad por medio de la inscripción registral de 
un formulario que haga referencia al carácter espe-
cial de la garantía y que describa los bienes gravados 
por la misma.

CAPÍTULO II
Créditos

Artículo 23. -
 Las disposiciones de esta ley referidas a garan-

tías mobiliarias sobre créditos también se aplican a 
toda especie de cesión de créditos en garantía, inclu-
yendo las compras de cuentas por cobrar.

Artículo 24.
-

 Una garantía sobre créditos incluyendo alguna 
cesión de créditos en garantía tendrá efectos entre el 
garante y el acreedor garantizado a partir del acuerdo 
de constitución de la garantía o cesión.

Será válida la garantía sobre créditos o cesión de 
varios créditos en garantía, créditos futuros, una par-
te de un crédito o un derecho indiviso sobre tal cré-
dito, siempre y cuando estén descritos como créditos 
objeto de la garantía o de la cesión en garantía o sean 

deberá realizarse en el momento de celebrarse el 
acuerdo en garantía o cesión en garantía.

Salvo acuerdo en contrario, la garantía sobre 
créditos o cesión en garantía de uno o más créditos 
futuros surtirá efecto sin que se requiera un nuevo 
acuerdo para cada crédito.

Una garantía mobiliaria otorgada sobre créditos o 
alguna cesión de créditos en garantía será oponible 
por medio de su inscripción registral y será efectiva 

-
ción alguna al deudor del crédito.

Artículo 25.  
Salvo pacto en contrario, el garante o cedente no ga-
rantiza que el deudor del crédito cedido o gravado 

-
tuar el pago.

Artículo 26. -
 La garantía mobiliaria o cesión de 

un crédito en garantía surtirá efecto entre el garante 
o cedente y el cesionario o acreedor garantizado, así 
como frente al deudor del crédito, independiente-
mente de la existencia de cualquier acuerdo median-
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te el cual se limite el derecho del garante o cedente a 
ceder, gravar o transferir el crédito.

Lo dispuesto en el presente artículo no exime de 
responsabilidad al cedente o garante para con el deu-
dor del crédito, por los daños ocasionados por el in-
cumplimiento de dicho acuerdo.

El cesionario o acreedor garantizado no incurrirá 
en responsabilidad alguna por el solo hecho de haber 
tenido conocimiento del mencionado acuerdo.

Artículo 27. -
Una garantía mobiliaria sobre cré-

ditos o cesión de créditos en garantía, no puede mo-

onerosas las obligaciones del deudor del crédito que 
fue cedido o gravado sin el consentimiento de este 
último.

Sin embargo, en las instrucciones de pago se po-
drá cambiar el nombre de la persona, la dirección o 
la cuenta en la cual el deudor del crédito cedido o 
gravado deba hacer el pago, siempre que se observe 
lo previsto en la presente ley.

Artículo 28. 
-

 El deudor del crédito puede extin-
guir su obligación pagando al cedente o garante, o al 
cesionario o acreedor garantizado en su caso.

-
zarse por cualquier medio de comunicación escrito 
generalmente aceptado, incluyendo correo ordinario 

-

para que el deudor del mismo pueda cumplir con la 
obligación.

Salvo pacto en contrario, el acreedor garantizado 
o cesionario de créditos en garantía entregará dicha 

-
plimiento de las obligaciones del garante o cedente 
que le autorice la ejecución de la garantía.

-
rantizado o cesionario de créditos en garantía al deu-
dor del crédito existiere un saldo a favor del garante 
o cedente, el pago de dicho saldo deberá efectuarse 
al acreedor garantizado o cesionario de créditos en 
garantía.

crédito podrá solicitar al acreedor garantizado o ce-
sionario prueba razonable de la existencia del con-
trato de cesión o contrato de garantía mobiliaria. De 
no proporcionarse dicha prueba dentro de los tres (3) 
días siguientes a dicha solicitud, el deudor del cré-
dito podrá hacer el pago al garante o cedente. Por 
prueba razonable de la cesión o garantía se entenderá 
el contrato de cesión o de garantía mobiliaria o cual-
quier prueba equivalente en que se indique que el 
crédito o créditos han sido cedidos o gravados.

Artículo 29. 
-

una cesión en garantía o garantía mobiliaria sobre el 
mismo crédito, deberá efectuar el pago de conformi-
dad con las instrucciones enunciadas en la primera 

derechos, acciones o excepciones correspondientes a 
otros acreedores garantizados o cesionarios en con-

tra del primer ejecutante, destinados a hacer efectivo 
el orden de prelación establecido en la presente ley.

Artículo 30. -
 Salvo pacto en contrario, el deudor 

del crédito podrá oponer en contra del cesionario o 
acreedor garantizado todas las excepciones deriva-
das del contrato original o cualquier otro contrato 
que fuere parte de la misma transacción, que el deu-
dor del crédito podría oponer en contra del garante.

El deudor del crédito podrá oponer cualquier de-
recho de compensación en contra del cesionario o 
acreedor garantizado, siempre y cuando que el dere-
cho de compensación existiere al momento en el cual 

El deudor del crédito no puede oponer al cesiona-
rio o acreedor garantizado las excepciones y los de-
rechos de compensación que tenga contra el cedente 
o garante en razón del incumplimiento de la cláusula 
de limitación a la transferencia del crédito.

En el caso en que el garante y el deudor de la 
cuenta cedida acuerden que la misma no podrá ser 
cedida y que de así hacerlo el garante tenga que pa-
gar una suma determinada como sanción, esta san-
ción no podrá ser deducida del pago de la totalidad 
del crédito cedido. De acuerdo con lo previsto en el 
artículo 26, inciso 2°, el deudor de la cuenta cedida 
solo podrá reclamar esta sanción del garante.

CAPÍTULO III
Obligaciones distintas a sumas de dinero

Artículo 31. 

 En la cesión de créditos sobre obligaciones 
distintas a sumas de dinero, deberán cumplirse las 
reglas sobre constitución, oponibilidad, prelación y 
ejecución establecidas en esta ley en la medida en 
que sean aplicables.

Artículo 32. -
 Cuando el bien en 

garantía consista en el cumplimiento de una obliga-
ción distinta al pago de sumas de dinero, el acreedor 
garantizado podrá exigir que la obligación se cumpla 

según la naturaleza de la obligación.
CAPÍTULO IV

Crédito documentario y carta de crédito
Artículo 33. 

constituir una garantía mobiliaria sobre los fondos 
de un crédito documentario o de una carta de crédito, 
una vez que ellos sean debidos por la presentación de 
los documentos en cumplimiento de los requisitos de 

acepta la cesión de dichos fondos. A efectos de su 
oponibilidad esta garantía mobiliaria se considerará 

terceros desde la fecha y hora en la cual este o aquel 
den su aceptación bajo los términos y condiciones 
que regulen el pago del crédito documentario o de la 
carta de crédito y su inscripción en el Registro.

CAPÍTULO V
Títulos valores

Artículo 34. -
-

En aquellos 
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casos en que el acreedor garantizado acceda a la pe-
tición del deudor garante de que se le permita retirar 
materia prima, mercaderías u otros bienes deposita-
dos o almacenados al amparo de uno o más títulos 
representativos de la tenencia de esos bienes, títulos 
estos emitidos por un transportador o almacenador, 

una inscripción registral de la transferencia al garan-

títulos representativos le fueron entregados al garan-
te para facilitar su retiro del sitio de su depósito o 
almacenamiento para su eventual, transformación, 
manufactura, envío, venta, permuta o alquiler de los 
bienes amparados por ese título o títulos y con el 
producto de esas operaciones cancelar su deuda con 
el acreedor garantizado. La inscripción por parte del 
acreedor garantizado de la transferencia de esos títu-
los al garante en el Registro le otorgará el derecho de 
perseguir el producto de la venta, permuta o alquiler 
o los bienes atribuibles a las mismas.

CAPÍTULO VI
Tercero depositario y control  

sobre cuentas bancarias
Artículo 35. -

-
 Para efectos de opo-

nibilidad y prelación de una garantía mobiliaria con 
tenencia del acreedor, constituida sobre bienes entre-
gados a un tercero depositario o almacén general de 
depósito que no ha emitido un título representativo 
de la tenencia legítima sobre bienes por parte del 
acreedor, se requiere de su inscripción en el Registro.

Para la entrega de los bienes objeto de la garantía 
por parte del acreedor garantizado a un tercero, se 
requerirá consentimiento expreso del garante.

Si el garante no autoriza la entrega al tercero de-
positario el acreedor garantizado podrá mantener la 
tenencia del bien o devolvérselo al garante. En este 
último caso, el bien devuelto continuará afecto a la 
garantía aunque sin la tenencia por parte del acree-
dor. En este caso se aplicará la regla de la conversión 
de la garantía establecida en esta ley.

existencia de esta garantía mobiliaria.
Artículo 36. 

-
 La garantía mobiliaria sobre depósitos en 

cuentas bancarias, se constituye y se hace oponible 
mediante la adquisición del control por parte del 
acreedor garantizado.

Lo dispuesto en este capítulo no impide que la 
institución depositaria ejerza su derecho de compen-
sación.

Asimismo, la institución depositaria no estará 
obligada a suscribir un contrato de control, aun cuan-
do así lo solicite el depositante.

CAPÍTULO VII
Reglas adicionales de oponibilidad

Artículo 37. 

 Una garantía mobiliaria so-
bre otros bienes corporales o incorporales, sean pre-
sentes o futuros y sus bienes derivados o atribuibles, 

artículos anteriores, será oponible frente a terceros 
por medio de su inscripción en el Registro.

Artículo 38. 

Podrá constituirse una garantía mobilia-
ria sobre derechos patrimoniales derivados de pro-
piedad intelectual.

Cuando los mismos estén sujetos a inscripción 
en un registro especial, la garantía mobiliaria que se 
constituya se inscribirá en el registro especial corres-
pondiente. El registrador del registro especial comu-
nicará al Registro de las inscripciones en el registro 
especial.

Cuando los derechos patrimoniales derivados de 
la propiedad intelectual que se den en garantía no 
estén sujetos a inscripción en un registro especial, 
la garantía se inscribirá en el Registro para que surta 
efectos frente a terceros y para establecer su prela-
ción.

CAPÍTULO VIII
Conversión de una garantía mobiliaria

Artículo 39.  
Una garantía con tenencia del acreedor garantizado 
al igual que un derecho de retención concedido por 
la ley, podrán ser convertidos en garantía sin tenen-
cia, sin perder su prelación, siempre y cuando que la 
garantía se haga oponible frente a terceros, por me-
dio de su inscripción en el Registro, antes de que se 
devuelvan los bienes muebles al garante.

Una garantía sin tenencia podrá ser conver-
tida en garantía con tenencia sin perder su prela-
ción, siempre y cuando que el bien sea entregado 
al acreedor garantizado antes del vencimiento de la 
vigencia de la inscripción de la garantía mobiliaria 
en el Registro.

TÍTULO IV
REGISTRO Y DISPOSICIONES  

RELACIONADAS
CAPÍTULO I

Registro
Artículo 40.  El Registro es un siste-

ma de archivo, de acceso público a la información de 
carácter nacional, que tiene por objeto dar publicidad 
a través de Internet, en los términos de la presente 
ley, a los formularios de la inscripción inicial, de la 

-
rantías mobiliarias.

Los archivos electrónicos del registro deberán ser 

que se extiendan sobre los datos que en él consten, 
ya sean en papel o en forma de mensajes de datos, se 
considerarán documentos públicos y sirven de plena 
prueba.

La administración del Registro estará regulada en 
el reglamento del Registro que al efecto emita el Go-
bierno Nacional.

Artículo 41. El Re-
gistro tiene las siguientes características:

1. Opera por medio de la inscripción de formula-
rios de registro diligenciados a través de internet o 
digitalizados en cualquier Cámara de Comercio.

2. Se organiza como un registro de naturaleza per-
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natural o jurídica garante. A cada garante le corres-
ponderá un folio electrónico, en el que se inscribirán 
cronológicamente los formularios.

3. Será un registro único nacional que se llevará 
conjuntamente por las cámaras de comercio de ma-
nera centralizada.

cada uno de los campos obligatorios de los formu-
larios de inscripción tengan algún contenido y que 
los documentos que según el reglamento del Regis-
tro deban adjuntarse a los formularios de inscripción 
para efecto de la ejecución, de la garantía mobiliaria 
por parte del garante, estén adjuntos.

Los documentos que se adjunten no estarán suje-

la inscripción de la garantía mobiliaria. El Registro 
mantendrá los documentos que se adjunten en su ar-
chivo electrónico y deberá proveer copias y/o cer-

disposiciones del reglamento del Registro.
Artículo 42. -

 Sin perjuicio de lo establecido como regla 
general en el parágrafo del artículo 14 de esta ley, el 
acreedor garantizado deberá contar con la autoriza-
ción del garante para agregar o sustituir bienes da-
dos en garantía, o para agregar personas que actúen 
como garantes.

-
cución, sólo puede ser solicitada por el acreedor ga-
rantizado o por quién él autorice. La inscripción de 
la terminación, puede ser solicitada por el acreedor 
garantizado o el garante, según se establezca en el 
reglamento del Registro.

El acreedor garantizado puede autorizar a un ter-
cero para que realice la inscripción que corresponda.

El Gobierno Nacional establecerá en el reglamen-
to del Registro los mecanismos para capturar la iden-
tidad de la persona que efectúe la inscripción.

Artículo 43.  Las inscrip-
ciones a que dé lugar esta ley se realizarán por medio 
del formulario de registro, el cual se diligenciará por 
el solicitante a través de internet y deberá contener 
los siguientes datos:

electrónica del garante y del acreedor garantizado.
2. Descripción de los bienes dados en garantía, 

derivados o atribuibles según corresponda.
3. En el caso de registro de gravámenes judicia-

tributario.
4. En el caso de registro de bienes inmuebles por 

tipo de bienes de que se trate, así como el folio de 
matrícula inmobiliaria, número de inscripción y el 
nombre del propietario del inmueble donde estos se 
encuentren o se espera que se encuentren.

5. El monto máximo de la obligación garantizada.
La fecha de la solicitud de inscripción y número 

de inscripción serán asignados automáticamente por 
el sistema registral.

Cuando exista más de un garante otorgando una 
garantía sobre los mismos bienes muebles, dichos 

formulario e indexar separadamente en el registro de 
cada garante.

Artículo 44.  La ins-
cripción en el Registro tendrá vigencia por un pla-
zo de cinco (5) años, renovable por períodos de tres 
(3) años, conservando la fecha de prelación original 
siempre y cuando la prórroga de la inscripción se 
efectúe antes de que expire el plazo de vigencia co-
rrespondiente.

Artículo 45. 
 Para que una 

garantía mobiliaria de adquisición sea oponible, de-
berá estar inscrita en el Registro, y el formulario de 
inscripción registral deberá hacer referencia al carác-
ter especial de esta garantía mobiliaria, incluyendo 
una descripción de los bienes gravados por la misma. 
Cuando se otorgue esta garantía sobre bienes del in-

-

verse perjudicados por su prelación excepcional.
Artículo 46.  El Gobierno 

Nacional establecerá los derechos por el registro, 
-

jeto de cubrir los gastos de operación, e incluyen la 
remuneración por la prestación del servicio, y serán 
de las Cámaras de Comercio.

Artículo 47.  Tanto la inscrip-
ción como la búsqueda de información, se realizará 
por vía electrónica.

Artículo 48.  Cual-
quier persona puede tener acceso al Registro y soli-
citar copias de las inscripciones a través de Internet.

Artículo 49. A la inscripción de los formularios 
en el Registro no les será aplicable lo previsto en el 
artículo 226 de la Ley 223 de 1995, o el que lo mo-

TÍTULO V
REGLAS DE PRELACIÓN

CAPÍTULO I
Prelación

Artículo 50. -
 La prelación 

de una garantía mobiliaria sin tenencia, incluyendo 
la de sus bienes derivados o atribuibles, constituida 
de conformidad con esta ley, así como los graváme-
nes judiciales y gravámenes tributarios, se determina 
por el momento de su inscripción en el Registro, la 
cual puede preceder al otorgamiento del contrato de 
garantía.

Una garantía mobiliaria que sea oponible median-
te su inscripción en el Registro, tendrá prelación so-
bre aquella garantía que no hubiere sido inscrita.

Respecto de garantías cuya oponibilidad frente a 
terceros de conformidad con lo previsto en esta ley, 
ocurre por la tenencia del bien o por el control sobre 
la cuenta de depósito bancario, la prelación se de-
terminará por el orden temporal de su oponibilidad 
a terceros.

Si la garantía mobiliaria no se inscribió en el Re-
gistro, su prelación contra otros acreedores garanti-
zados con garantías mobiliarias no registradas será 
determinada por la fecha de celebración del contrato 
de garantía.
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Entre una garantía mobiliaria oponible a terceros 
mediante su inscripción en el Registro y una garantía 
mobiliaria oponible a terceros por cualquier otra for-
ma prevista en esta ley, la prelación será determina-
da, cualquiera que sea la fecha de constitución por el 
orden temporal de su inscripción o por la fecha de su 
oponibilidad a terceros, de ser esta anterior.

Artículo 51.  La pre-
lación de la garantía mobiliaria oponible es superior 
a la de una sentencia dictada en proceso de ejecu-
ción de los bienes dados en garantía que carezca de 
registro o cuya fecha de registro sea posterior a la 
de la garantía mobiliaria. Lo mismo se aplica a los 
gravámenes tributarios y a otras relaciones no con-
tractuales publicitadas posteriormente.

Sin perjuicio de lo previsto en las disposiciones 

el tiempo, para las garantías mobiliarias constituidas 
con anterioridad a la vigencia de esta ley, su prela-
ción contra otros acreedores garantizados con garan-
tías mobiliarias registradas en vigencia de la presente 
ley, será determinada por la fecha de su inscripción 
en el Registro Mercantil cuando corresponda o por 
el orden temporal de su oponibilidad a terceros, ya 
sea por la tenencia del bien en garantía por parte del 
acreedor garantizado o por el control.

Las garantías mobiliarias constituidas con ante-
rioridad a la vigencia de la presente ley, que no se 
hubieran inscrito en el Registro Mercantil, podrán 
inscribirse en el Registro y su prelación estará deter-
minada por el orden temporal de dicha inscripción.

Artículo 52. -
La prelación de las garantías mo-

biliarias en los procesos de insolvencia, se sujetará a 
lo previsto en esta ley sin perjuicio de la aplicación 
de las reglas pertinentes contenidas en la Ley 1116 
de 2006.

Artículo 53. -
No obstante lo señalado en el artículo anterior, 

un comprador o adquirente en el giro ordinario de 
los negocios del garante recibirá los bienes muebles 
sin sujeción a ninguna garantía mobiliaria constitui-
da sobre ellos.

El acreedor garantizado podrá autorizar al garan-
te para que efectúe enajenaciones de los bienes por 
fuera del giro ordinario de los negocios, de forma tal 
que el adquirente de esos bienes no quede sujeto al 
gravamen que surge de la garantía mobiliaria consti-
tuida sobre ellos.

El acreedor garantizado no podrá interferir con 
los derechos de uso y goce de un arrendatario o li-
cenciatario de bienes muebles que hayan sido ad-
quiridos conforme a un contrato de arrendamiento o 
licencia otorgada en el giro ordinario de los negocios 
del arrendador o licenciante.

Artículo 54. 

de adquisición tendrá prelación sobre cualquier ga-
rantía mobiliaria previamente registrada que afecte 
bienes muebles del mismo tipo, siempre y cuando 
dicha garantía se constituya y sea oponible conforme 
a lo establecido por esta ley, aun cuando esta garan-

posterioridad a la garantía anterior.

-

adquiridos y a sus bienes derivados o atribuibles, 
siempre y cuando el acreedor garantizado cumpla 
con las condiciones establecidas en el artículo 44 de 
la presente ley.

Artículo 55. -

1. La prelación de las garantías mobiliarias sobre 
los títulos de tradición o títulos representativos de 
mercaderías se regirá por lo siguiente:

a) Una garantía mobiliaria sobre un título repre-
sentativo de mercaderías, tiene prelación con respec-
to a cualquier gravamen sobre los bienes representa-
dos por dicho título. Se exceptúan los casos de dere-
chos de retención o los gravámenes por disposición 
de la ley inscritos con anterioridad a la constitución 
de la garantía mobiliaria sobre el título representati-
vo;

b) En el caso de garantías sobre títulos representa-
tivos de la tenencia legítima sobre bienes oponible a 
terceros por tenencia del acreedor garantizado tendrá 
prelación sobre una garantía mobiliaria sobre el mis-
mo título representativo oponible por medio de su 
inscripción en el Registro;

c) En el caso de garantías sobre títulos valores 
oponibles por su tenencia o su tenencia y endoso, 
tendrán prioridad sobre una garantía mobiliaria so-
bre el mismo título valor oponible por medio de su 
inscripción en el Registro.

2. La prelación de las garantías mobiliarias sobre 
créditos se determinará por el momento de su ins-
cripción en el Registro. En el caso de una garantía 
mobiliaria sobre los fondos de un crédito documen-
tario o carta de crédito, el acreedor garantizado que 

-
drá prelación sobre cualquier otra garantía mobilia-
ria sobre dichos fondos. El derecho de este acreedor 
garantizado no afecta los derechos del cesionario de 
un crédito documentario.

3. La prelación de una garantía mobiliaria sobre 
depósitos en cuentas bancarias se tiene desde que se 
entra en control de la misma. Lo dispuesto en este 
capítulo no impide que el acreedor garantizado ejer-
za su derecho a compensación de acuerdo con la ley.

4. La prelación de una garantía mobiliaria se hará 
extensiva a todos los bienes en garantía incluidos 
en el formulario de registro con independencia de si 
esos bienes han sido adquiridos por el garante con 
anterioridad al otorgamiento de la garantía o poste-
riormente.

-
cales y tributarias en garantías mobiliarias operará 
solo en el evento en que la entidad pública obtenga 
la garantía a su favor y se encuentren debidamente 
registradas de manera previa a los demás acreedores.

TÍTULO VI
EJECUCIÓN
CAPÍTULO I

Disposiciones generales
Artículo 57. . Para los efectos de 

esta ley la autoridad jurisdiccional competente será 
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el Juez Civil del Circuito y la Superintendencia de 
Sociedades.

El Juez Civil del Circuito del domicilio del ga-
rante en todos los casos y la Superintendencia de 
Sociedades, en uso de facultades jurisdiccionales, de 
conformidad con lo dispuesto en el inciso 3º del artí-
culo 116 de la Constitución Política, a prevención y 
solo en el evento en que el garante sea una sociedad 
sometida a su vigilancia.

Artículo 58.  En el 
evento de presentarse incumplimiento del deudor, se 
puede ejecutar la garantía mobiliaria por el mecanis-
mo de ejecución judicial o extrajudicial, en los casos 
y en la forma prevista en la presente ley.

Parágrafo. En los casos en los que el acreedor 
cuente con la facultad de optar por la ejecución ex-
trajudicial, podrá abstenerse de adelantarlo por esta 
vía y tramitar el cobro y recuperación de su obliga-
ción por el mecanismo judicial.

Artículo 59. -
 

Cuando un mismo acreedor garantizado tenga garan-
tías sobre los bienes por destinación o anticipación 
inscritos, y que también tenga una garantía hipote-
caria sobre el bien inmueble al cual se han destina-
do, dicho acreedor garantizado puede a su elección, 
ejecutar todas o cualquiera de las mencionadas ga-
rantías cumpliendo con las disposiciones contenidas 
en la presente ley y en otras leyes relativas a la eje-
cución de garantías hipotecarias.

Si el acreedor garantizado tiene prelación puede 
remover los bienes por destinación o anticipación, en 
este último caso, al momento que resultare oportuno. 
Dicho acreedor garantizado debe pagar al propieta-
rio del bien inmueble, cualquier daño físico causado 
al mismo por la remoción de los bienes por destina-
ción o anticipación.

Quien tenga una garantía hipotecaria sobre el 
bien inmueble al cual se han destinado los bienes en 
garantía, podrá pagar la obligación cubierta por la 
garantía mobiliaria y evitar la remoción de los bienes 
por destinación o anticipación cuando con esta, pue-
da producirse una pérdida del valor del bien inmue-
ble por la ausencia del bien removido.

CAPÍTULO II
Pago con bienes del deudor

Artículo 60.  El acreedor podrá sa-
tisfacer su crédito directamente con los bienes dados 
en garantía por el valor del avalúo que se realizará de 
conformidad con lo previsto en el parágrafo terce-
ro del presente artículo, cuando se den los supuestos 
señalados en los numerales 1 y 2 del artículo sobre 
procedencia de la ejecución extrajudicial.

Parágrafo 1°. Si el valor del bien supera el mon-
to de la obligación garantizada, el acreedor deberá 
entregar el saldo correspondiente a otros acreedo-
res, al deudor o al propietario del bien, al deudor o 
garante, si fuere persona distinta al deudor, según 
corresponda.

Parágrafo 2°. Si no se realizare la entrega volun-
taria de los bienes objeto de garantía, el acreedor 
garantizado que acredite encontrarse en uno de los 
eventos descritos con antelación, podrá solicitar a 
la autoridad jurisdiccional competente que libre or-
den de aprehensión y entrega del bien, con la simple 

petición del acreedor garantizado, sin proceso y sin 
audiencia del garante, que se ejecutará por medio de 
funcionario comisionado o autoridad de policía.

Parágrafo 3°. En el evento de la apropiación del 
bien, este se recibirá por el valor del avalúo realizado 
por un perito escogido por el acreedor garantizado, 

-
dencia de Sociedades, el cual será obligatorio para 
garante y acreedor, y se realizará al momento de en-
trega del bien al acreedor.

CAPÍTULO III
Ejecución judicial

Artículo 61.  En caso de no 
proceder la ejecución extrajudicial, o cuando a pesar 
de proceder, el acreedor garantizado así lo disponga, 
se hará efectiva la garantía por el proceso ejecutivo 
establecido en el Código de Procedimiento Civil, o 

-
siones especiales:

1. Deberá inscribirse el formulario registral de 
ejecución como exigencia previa para el trámite del 
proceso ejecutivo, cumpliendo con todos los requisi-
tos y anexos correspondientes.

2. Los mecanismos de defensa y las excepciones 
que se pueden proponer por el deudor y/o garante, 
solo podrán ser las siguientes:

a) Extinción de la garantía mobiliaria acreditada 

su terminación, o mediante documento de cancela-
ción de la garantía;

b) Extinción de la obligación garantizada, acre-
ditada mediante prueba documental o sentencia en 

propia, o alteración del texto del título de deuda o 
del contrato de garantía, o de su registro. Se trami-
tará como incidente en los términos del artículo 289 
y siguientes del Código de Procedimiento Civil o la 

d) Error en la determinación de la cantidad exi-
gible.

3. Sólo se admiten pruebas documentales.
4. En el evento en el que el deudor, garante o el 

propietario del bien no propongan medios de defensa 
o excepciones, podrá el acreedor solicitar que se le 

valor del avalúo realizado en la forma prevista en 
el artículo 516 del Código de Procedimiento Civil o 

valor del crédito y restituirá el excedente del valor 
del bien si lo hubiere.

5. En cualquier etapa del trámite judicial, las par-
tes podrán acordar que se continúe adelantando la 
ejecución por el mecanismo extrajudicial.

6. Los recursos judiciales que se puedan proponer 
en el trámite del proceso ejecutivo se tramitarán en 
el efecto devolutivo.

7. En el evento que se alegare la causal a la que se 

ordenará la práctica de prueba pericial, si en criterio 
del juez, el documento acusado de falso o adulterado 
pudiera ser decisivo para resolver sobre el asunto de 
fondo. Si el dictamen que se obtenga demuestra la 
autenticidad del documento o no haberse probado su 
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falsedad, el juez ordenará continuar con la ejecución. 
Si el dictamen que en este se obtenga, demuestra la 
falsedad del documento, el Juez ordenará el archivo 
del proceso.

CAPÍTULO IV
Ejecución extrajudicial general

Artículo 62. . El acreedor a quien se 
le haya incumplido cualquiera de las obligaciones 
garantizadas, podrá iniciar la ejecución extrajudicial 
de las garantías mobiliarias en la forma prevista en 
el presente Capítulo, en cualquiera de los siguientes 
casos:

1. Cuando así se haya pactado por mutuo acuer-
do entre el acreedor y el garante, ya sea en el texto 
del contrato de garantía o en otro documento. Dicho 
acuerdo podrá incluir un mecanismo especial para 
llevar a cabo la enajenación o apropiación por el 
acreedor del bien sobre el cual recae la garantía.

2. Cuando se cumpla un plazo o una condición 
resolutoria de una obligación, siempre que expresa-
mente se haya previsto la posibilidad de la ejecución 
extrajudicial.

3. Cuando el bien se pueda volver inservible en 
caso de permanecer en poder del deudor.

Artículo 63. -
 Las condiciones para llevar a cabo la ena-

posteriores, y serán obligatorias para quien ejecute la 
disposición. Cuando no se haya pactado el procedi-
miento, pero se haya autorizado la ejecución extra-
judicial, se debe seguir el establecido en la presente 
ley.

Artículo 64. 
 El trámite de ejecu-

ción extrajudicial podrá adelantarse ante notarios, 

las demás entidades públicas y privadas autorizadas 

Artículo 65. -
 La ejecución extrajudicial, se tramitará con-

forme a las siguientes previsiones especiales:
1. El acreedor garantizado dará comienzo a la eje-

cución extrajudicial por incumplimiento del deudor, 
mediante la inscripción en el Registro del formulario 
registral de ejecución, inscripción que tendrá efectos 

al notario, cámara de comercio, o entidad pública o 
-

nido, o a quien escoja el acreedor en caso de ausencia 
de convenio, el envío de una copia de la inscripción 
de la ejecución al garante.

No obstante lo anterior, el acreedor podrá avisar 
directamente al deudor y al garante acerca de la eje-
cución, si así se ha convenido previamente entre las 
partes.

2. Igualmente el acreedor garantizado enviará 
una copia del formulario registral de ejecución a los 
demás acreedores garantizados que aparezcan inscri-

-
cho en la ejecución extrajudicial o inicien ejecución 
judicial, por medio de aviso dirigido a quien tramita 
la ejecución extrajudicial adjuntando copia de la de-
manda con constancia de su presentación.

Para los anteriores eventos, los demás acreedo-
res garantizados contarán con un plazo máximo de 
cinco (5) días contados a partir del día siguiente al 
del recibo de la comunicación. Vencido este plazo, se 
entenderá que los acreedores que no comparecieron 
renuncian a la garantía.

3. Para enviar las copias del formulario registral 
de ejecución; se utilizará la dirección prevista para 
cada una de las partes en el formulario registral de 
inscripción inicial o en el último formulario de modi-

-
ción sea electrónica, se tendrá en cuenta lo dispuesto 
en el artículo 120 de la Ley 1395 de 2010 o en la 

El formulario registral de ejecución deberá con-
tener:

a) Indicación del número de inscripción del for-
mulario registral de inscripción inicial de la garantía 
mobiliaria;

aviso de ejecución;

pretende realizar la ejecución;
d) Una breve descripción del incumplimiento por 

parte del deudor, y la descripción de los bienes en 
garantía o la parte de los bienes en garantía sobre 
los cuales el acreedor garantizado pretende tramitar 
la ejecución, y una declaración del monto requerido 
para satisfacer la obligación garantizada y cubrir los 

-
dos; y

el garante la cual deberá adjuntarse al formulario re-
gistral de ejecución.

Parágrafo 1°. A partir del aviso al garante de la 
inscripción en el Registro del formulario registral de 
ejecución, se suspende para el garante del derecho 
de enajenación de los bienes dados en garantía, y a 
partir de tal fecha tampoco podrá registrarse medida 
cautelar sobre tal bien.

La enajenación de los bienes en garantía por parte 
del garante en contravención a lo previsto en este pa-
rágrafo hará responsable al garante por los perjuicios 
ocasionados.

El comprador que no sea un adquirente en el giro 
ordinario de los negocios será igualmente responsa-
ble solidariamente con el garante por los perjuicios 
ocasionados al acreedor garantizado. En este caso la 
garantía subsiste sobre el bien y el precio pagado por 
ese bien.

Parágrafo 2°. El garante podrá solicitar la cance-
lación de la inscripción del formulario de ejecución 
por la no ejecución de la garantía en un término pru-
dencial, en los términos y condiciones que se esta-
blezcan por el Gobierno Nacional en el Reglamento 
de Registro.

Artículo 66.  La oposi-
ción a la ejecución sólo se podrá fundar en:

1. Extinción de la garantía mobiliaria acreditada 

su cancelación, o mediante documento de cancela-
ción de la garantía.
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2. Extinción de la obligación garantizada, acre-
ditada mediante prueba documental o sentencia en 

propia, o alteración del texto del título de deuda o del 
contrato de garantía.

4. Error en la determinación de la cantidad exi-
gible.

Parágrafo. Cualquier otro tipo de oposición de-
berá proponerse en un proceso declarativo, una vez 
culminado el proceso de ejecución de la garantía mo-
biliaria, salvo que se hubieren pactado otros meca-

términos del artículo 77 de esta ley.
Artículo 67. . La oposi-

ción a la ejecución de la garantía mobiliaria se trami-
tará de la siguiente forma:

1. La oposición se deberá formular por escrito 
ante quien haya remitido copia del formulario regis-
tral de inscripción de la ejecución, acompañando la 
totalidad de las pruebas documentales que pretenda 
hacer valer. Este funcionario o entidad deberá remi-
tir de manera inmediata a la autoridad jurisdiccional 
competente toda la documentación, para que resuel-
va como juez de única instancia. La ejecución extra-
judicial se suspenderá y la autoridad jurisdiccional 
competente procederá a citar dentro de los tres (3) 
días siguientes al recibo del expediente a las partes 
a una audiencia que se celebrará dentro de los cinco 
(5) días siguientes a la convocatoria. Las partes pre-
sentarán los alegatos que estimen oportunos y solo se 
admitirá prueba documental.

2. La autoridad jurisdiccional competente resol-
-

rá en estrado. Si los ejecutados no concurren y no 

siguientes, la autoridad jurisdiccional competente 
dejará constancia de tal hecho y mediante auto orde-
nará continuar con la ejecución, y remitirá el expe-
diente al funcionario o a la entidad que esté tramitan-
do la ejecución extrajudicial.

3. En caso de estimar que no prospera la oposi-
ción ordenará reanudar la ejecución mediante auto, 
remitiendo el expediente al funcionario o entidad 
que esté tramitando la ejecución extrajudicial.

Si estima procedente y fundada la oposición ba-
sándose en los numerales 1 y 2 del artículo 66 ante-

registro de garantías mobiliarias para que se registre 
el formulario de terminación de la ejecución.

Si estima procedente la oposición prevista en el 
numeral 4 del artículo 66 anterior, resolverá que siga 

-
ción.

En el evento que se alegare la causal a la que se 
-

ridad jurisdiccional competente ordenará la práctica 
de prueba pericial, si a su juicio, el documento acu-
sado de falso o adulterado pudiera ser decisivo para 
resolver sobre el asunto de fondo. Si el dictamen que 
se obtenga demuestra la autenticidad del documento 
o no haberse probado su falsedad, la autoridad juris-
diccional competente ordenará continuar con el trá-
mite de ejecución extrajudicial. Si el dictamen que 

en este se obtenga, demuestra la falsedad del docu-
mento, la autoridad jurisdiccional competente orde-
nará el archivo del proceso.

4. En cualquier caso, el acreedor podrá terminar 
el trámite de ejecución extrajudicial mediante aviso 
a la autoridad jurisdiccional competente.

-

trámite de ejecución extrajudicial suspendido, para 
que proceda a su archivo.

Artículo 68. -
 Cuando no se haya pactado o no sea posible 

dar cumplimiento a los procedimientos especiales de 
enajenación o apropiación pactados, transcurrido sin 
oposición el plazo indicado por esta ley, o resuelta 
aquella, puede el acreedor garantizado solicitar a la 
autoridad jurisdiccional competente que libre orden 
de aprehensión y entrega del bien, adjuntando certi-

medio de funcionario comisionado o autoridad de 
policía.

De acuerdo con la orden, los bienes dados en ga-
rantía serán entregados al acreedor garantizado, o a 
un tercero a solicitud del acreedor garantizado.

Igual procedimiento se adelantará para entregar 
el bien al tercero que lo adquiera, en caso de que el 
garante no lo entregue voluntariamente, una vez que 
se realice la enajenación por parte de la Entidad en-
cargada para el efecto. Las actuaciones señaladas en 
este artículo se adelantarán con la simple petición del 
acreedor garantizado o del tercero que adquiera el 
bien y se ejecutarán por el funcionario comisionado 
o por la autoridad de policía.

Artículo 69.  Previo 
el cumplimiento de las disposiciones anteriores, en 
la venta de los bienes dados en garantía se tomarán 
en cuenta las siguientes disposiciones especiales:

1. Si los bienes dados en garantía se cotizan ha-
bitualmente en el mercado donde la ejecución se lle-
va a cabo, pueden ser vendidos directamente por el 
acreedor garantizado al valor en dicho mercado.

2. El acreedor garantizado tiene el derecho de rea-
lizar el cobro o ejecutar los créditos dados en garan-
tía en contra de los terceros obligados, de acuerdo 
con las disposiciones de la presente ley, así el garante 
no se encuentre ejerciendo este derecho.

3. El acreedor garantizado podrá ejercer los de-
rechos sobre bienes muebles dados en garantía con-
sistentes en bonos, acciones u otros títulos valores, 
incluyendo los derechos de reivindicación, derechos 
de cobro y derechos de percibir dividendos y otros 
ingresos derivados de los mismos, aun si el garante 
no los ejerciere. No obstante, frente al derecho de 
voto, se estará a lo pactado entre las partes.

4. En caso de control sobre cuentas bancarias, o 
garantías mobiliarias sobre los fondos de un crédito 
documentario o una carta de crédito, el acreedor ga-
rantizado tiene derecho a exigir inmediatamente el 
pago directo o entrega del valor, aun si el garante no 
los ejerciere.

5. En caso de garantías mobiliarias constituidas 
sobre títulos de tradición o representativos de mer-
caderías, el acreedor garantizado puede vender o 
apropiarse del título o de los bienes representados 
por dicho título, conforme a las reglas anteriores, y
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6. Los bienes muebles en garantía pueden ser to-
mados en pago por el acreedor garantizado por el va-
lor del avalúo realizado por un perito escogido por la 
entidad que conoce del trámite, de la lista que para 

el cual será obligatorio para garante y acreedor, y se 
realizará al momento de entrega del bien al acreedor.

También el acreedor garantizado puede optar por 
venderlos en martillo, con o sin precio base y al me-
jor postor. En el evento que no se logre la venta en 
martillo, el acreedor podrá en cualquier tiempo to-
marlos en pago por el setenta por ciento (70%) del 
valor del avalúo, o renunciar a dicha garantía, lo cual 
comunicará por escrito al deudor y al garante, sin 
que ello implique la condonación de la obligación 
garantizada.

Artículo 70. 
 El producto de la venta 

de los bienes objeto de la garantía se aplicará de la 
siguiente manera:

1. A la satisfacción de los gastos de ejecución, 
depósito, reparación, seguro, preservación, venta o 
martillo, y cualquier otro gasto, incluidos los im-
puestos causados sobre el bien, en los que haya incu-
rrido el acreedor garantizado.

2. Al pago de las obligaciones garantizadas de los 
acreedores que hubieren comparecido a hacer valer 
su derecho, conforme a la prelación a la que haya 
lugar, según lo establecido en la presente ley, y

3. El remanente, si lo hubiere, se entregará al ga-
rante.

Parágrafo 1°. Si el saldo adeudado excede al valor 
de la venta o martillo de los bienes en garantía, o al 
valor de apropiación del bien, conforme a la regla 
establecida en el numeral 6 del artículo anterior, en 
caso de apropiación directa por parte del acreedor 
garantizado, este último tiene el derecho de deman-
dar el pago del saldo al garante.

Parágrafo 2°. En el evento de apropiación directa 
del bien objeto de la garantía por parte del acreedor 
garantizado, su valor se aplicará según lo dispuesto 
en el presente artículo.

Artículo 71. 
 En cualquier momento, antes o du-

rante el procedimiento de ejecución, el garante pue-
de acordar con el acreedor garantizado condiciones 
diferentes a las anteriormente reguladas, ya sea sobre 
la entrega del bien, los términos y condiciones para 
la disposición de los bienes que están en garantía.

Artículo 72. -
 En cualquier momento antes de que el acree-

dor garantizado disponga de los bienes dados en ga-
rantía, el garante, así como cualquier otra persona 
interesada, tendrá derecho a solicitar la terminación 
de la ejecución, pagando el monto total adeudado al 
acreedor garantizado, así como los gastos incurridos 
en el procedimiento de ejecución.

Artículo 73. 
 En todo caso, quedará a salvo el derecho 

del deudor y del garante de reclamar los daños y per-
juicios por el incumplimiento de las disposiciones de 
esta ley por parte del acreedor garantizado y por el 
abuso en el ejercicio de los derechos que la ley le 
otorga.

Artículo 74. . Cualquier acreedor ga-
rantizado de grado inferior puede subrogarse en los 
derechos del acreedor garantizado de grado superior 
pagando el monto de la obligación garantizada de di-
cho acreedor.

Artículo 75. 
 A partir del inicio de la ejecución los 

acreedores garantizados pueden asumir el control 
y tenencia de los bienes dados en garantía. Para el 
efecto, podrán solicitar a la autoridad jurisdiccional 
competente que ordene lo necesario para obtener la 
aprehensión de tales bienes, en caso que no sea per-
mitida por el deudor garantizado.

Artículo 76. . 
Cuando se haya cumplido con todas las obligaciones 
garantizadas con una garantía mobiliaria, o se hubie-
re terminado la ejecución en los términos previstos 
en el artículo 72 o después de la enajenación o apre-
hensión de los bienes en garantía, el garante podrá 
solicitar al acreedor garantizado de dichas obligacio-
nes, la cancelación de la inscripción de su garantía 
mobiliaria.

Si el acreedor garantizado no cumple con dicha 
solicitud dentro de los quince (15) días siguientes a 
la petición, podrá presentar la solicitud de cancela-
ción de la inscripción ante un notario, acompañando 

para su protocolización u otra prueba de que el ga-
rante recuperó los bienes dados en garantía de acuer-
do a lo dispuesto en el artículo 72 o que los bienes 
fueron enajenados o aprehendidos de acuerdo a lo 
dispuesto en este Capítulo.

-
nera oral o por escrito el cumplimiento de la tota-
lidad de la obligación garantizada, de acuerdo a lo 
dispuesto en el artículo 70 o la enajenación o apre-
hensión de los bienes. El notario dará fe de estas ma-
nifestaciones. En este evento el notario extenderá al 
deudor o al garante copia de la protocolización, la 
cual el deudor o el garante adjuntará al formulario de 
cancelación de la inscripción de la garantía.

En caso de que el acreedor garantizado dentro 
de los quince (15) días siguientes a la comunicación 
de la solicitud niegue la cancelación de la garantía 
mobiliaria, o guarde silencio, el notario remitirá las 
diligencias a la autoridad jurisdiccional competente 
para que decida lo que corresponda, acompañando 
los documentos que hayan aportado las partes para 
demostrar sus derechos. Este trámite se adelantará 
por proceso verbal sumario.

El notario responderá de los daños y perjuicios 
que sus actuaciones irregulares causen.

TÍTULO VIII
MEDIOS ALTERNATIVOS  

PARA LA RESOLUCIÓN DE CONFLICTOS  
Y OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 77. -
 Cualquier controversia que se suscite respecto 

a la constitución, interpretación, prelación, cumpli-
miento, ejecución y liquidación de una garantía mo-
biliaria, puede ser sometida por las partes a concilia-
ción, arbitraje o cualquier otro mecanismo alterna-

la legislación nacional y los tratados o convenios 
internacionales aplicables.
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Artículo 78.  El Registro o cual-
quier entidad o persona autorizada, podrá operar y 
administrar sitios de Internet para la venta o martillo 
electrónico de los bienes dados en garantía. La enti-
dad que administre dichos sitios de Internet, deberá 
contar con mecanismos electrónicos para resolver 

Artículo 79. -
 La reglamentación que sea necesaria para im-

plementar esta práctica será emitida por el Gobierno 
Nacional. Esa reglamentación será vinculante para 
las partes o los acreedores que decidan emplear estos 
medios.

Artículo 80. . En el caso de los sitios 

esta ley y a efecto de facilitar ventas o martillos, 
el mecanismo electrónico que se cree para la venta 
o martillo de bienes dados en garantía puede em-
plearse para la venta de activos que eventualmente 

de la ejecución judicial o extrajudicial de garantías 
mobiliarias.

TÍTULO IX
DISPOSICIONES FINALES

CAPÍTULO I
Jurisdicción y preferencia

Artículo 81.  Las disposi-
ciones contenidas en la presente ley para la constitu-
ción, oponibilidad, registro, prelación y ejecución de 
las garantías mobiliarias deben aplicarse con prefe-
rencia a las contenidas en otras leyes.

Artículo 82. 
 La ley aplicable a la constitución, oponibili-

dad, registro, prelación y ejecución será la del Estado 
en el que se encuentre el bien objeto de la garantía 
mobiliaria.

Si el bien garantizado suele utilizarse en más de 
un Estado, la ley aplicable será la del Estado en el 
que se encuentre el garante.

Si el bien garantizado es objeto de inscripción en 
un Registro Especial, la ley aplicable será la ley del 
Estado bajo cuya jurisdicción esté el registro.

CAPÍTULO II
Aplicación de la ley en el tiempo

Artículo 83. 
-

A partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley, las garantías mobiliarias que se consti-
tuyan deben cumplir con las disposiciones conteni-
das en la presente ley.

Artículo 84. 

 La presente ley aplica a todas las garantías mo-
biliarias, aún aquellas que hayan sido constituidas 
previo a la entrada en vigencia de esta ley.

Una garantía mobiliaria que haya sido debida-
mente constituida y sea efectiva según la legislación 
anterior a la entrada en vigencia de esta ley, conti-
nuará siendo efectiva y se aplicarán las reglas de 
prelación establecidas en esta ley. Para efectos de la 
aplicación de las reglas de ejecución deberá cumplir 
los requisitos de oponibilidad y registro establecidos 
en la presente ley.

TÍTULO X
VIGENCIA Y DEROGATORIAS

Artículo 85. La presente ley entrará en vigencia 
tres (3) meses después de su publicación y deroga 
expresamente las disposiciones que le sean contra-
rias y especialmente los artículos 2414, inciso 2° 

pesos a veinte (20) salarios mínimos legales men-
suales vigentes, el 2427 del Código Civil, los artícu-
los el 1203, 1207, 1208, 1209, 1210, lo referente al 
Registro Mercantil del artículo 1213 del Código de 
Comercio; los artículos 238, 239, 240, 241, 242, 243, 
244, 247 de la Ley 685 de 2001; los artículos 1°, 2°, 
3° de la Ley 24 de 1921.

Artículo 86. El Registro deberá operar en la fecha 
de entrada de vigencia de esta ley, de conformidad 
con el Reglamento de Registro que expida el Gobier-
no Nacional.

Ministro de Comercio, Industria y Turismo.

Ministro de Comercio, Industria y Turismo (e).
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

1. Problemática
Un régimen efectivo de garantías mobiliarias, 

-

de las empresas e incrementando el comercio.
Los estudios que inspiraron la redacción de este 

-
tías en Colombia, adolecía de numerosos problemas 
normativos. En efecto, se advirtió la fragmentación 
del sistema no solo desde el punto de vista de las nor-
mas que lo componen, sino también en aspectos tales 
como el registro y la publicidad registral1.

Si Colombia carece de un sistema efectivo de ac-
ceso al crédito, no solo se perjudica el crecimiento 
de la empresa como fuente generadora de riqueza y 
de empleo, sino que también se afecta a los consumi-
dores de bienes y servicios, en la medida en que los 

al precio de los bienes y servicios.
Los bienes muebles que pueden garantizar prés-

tamos incluyen inventarios, maquinaria, cosecha, 
ganado y cuentas por cobrar; la constitución de una 
garantía sobre bienes muebles típicamente se ha im-
plementado a través del contrato de prenda, la prenda 
es limitada por la ley a pocas operaciones de crédito 

muebles
1 Obtención de Crédito (Derechos de los Acreedores y 

Garantías Mobiliarias) en Colombia, Análisis Preliminar 
y Plan de Reforma, noviembre 2010, IFC/Banco 
Mundial.
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Asimismo, las normas sobre prenda establecen 
costos de documentos públicos que son altos con re-
lación con los montos comunes de los créditos con 
garantías mobiliarias.

Adicionalmente, el sistema de registro de los con-
-

ciona medios públicos y de bajo costo para averiguar 
si existen gravámenes previos sobre los bienes.

La ejecución es onerosa y demora largo tiempo y 
la mayoría de los bienes muebles se deprecian antes 
de que puedan ser recuperados y vendidos para pa-
gar un préstamo en mora o garantizan créditos muy 
pequeños con relación a los altos costos de ejecución 
que la ley determina.

Estos problemas legales tienen su fuente en las 
normas sobre prenda del Código Civil y del Código 

-
tes y con procedimientos de ejecución costosos, para 
limitar y encarecer el acceso al crédito garantizado 
por bienes muebles.

importante en el acceso a crédito de los individuos 
y de los empresarios que no son dueños de propie-
dades inmuebles. En Colombia, como en muchos 
países, se ha tendido a suplantar los problemas 
legales para garantizar créditos con bienes mue-
bles a través de la exigencia, directa o indirecta, 
de otorgar garantías sobre propiedades inmuebles 
o derechos personales.

El sistema de garantías a su vez debe estar respal-

así como por la existencia de un régimen adecuado 
de insolvencia empresarial, en el que se respeten los 
derechos de los deudores y los acreedores involucra-
dos en las relaciones de crédito.

Hoy Colombia cuenta con un adecuado régimen 
-

tías. Este desequilibrio, es un motivo adicional a los 
antes mencionados y hace aún más necesaria la re-
forma que se propone mediante este proyecto de ley. 
En efecto, el régimen de la insolvencia y el régimen 
de las operaciones garantizadas tienen una interac-
ción profunda, pese a que tienen diferentes proble-
mas que resolver y persiguen distintos objetivos que 
pueden superponerse cuando los derechos regulados 
por el régimen de las operaciones garantizadas se 
ven afectados por la apertura de un procedimiento 
de insolvencia.

2. Problemas en el marco jurídico actual
El proyecto busca actualizar el derecho de ga-

rantías mobiliarias colombiano y ajustarlo a los 
estándares internacionales, con el propósito de que 
más ciudadanos y pequeñas empresas tengan acce-

-
bles como los que se proponen en este proyecto de 
ley, las personas y compañías en general, pero en 
especial, las pequeñas y medianas empresas, po-
drán respaldar sus créditos con sus inventarios o sus 
cuentas por cobrar. Así las cosas, los empresarios 
recurrirán menos al crédito informal al tiempo que 
los bancos verán disminuido el riesgo al conceder 
dichos créditos.

Precisamente, una de las quejas recurrentes de 
los comerciantes es la imposibilidad de acceder fá-
cilmente al crédito cuando no se dispone de activos 

colaterales que puedan ser objeto de garantía o cuan-
do no se está dispuesto o en capacidad de ofrecer 
garantías personales.

El actual régimen legal requiere de una actualiza-
ción, no solo porque el mismo resulta ser anacrónico, 
puesto que tiene 40 años de existencia, sino porque 
adicionalmente se presenta una dispersión normati-

evidencia a su vez en la falta de unidad conceptual en 
el tema de garantías mobiliarias.

De otra parte, el sistema actual resulta rígido en 
su alcance al carecer de un enfoque funcional am-
plio que cobije de manera genérica a todas las mo-
dalidades de garantía mobiliaria en sus distintas 
formas contractuales, a todos los bienes y a todas 
las obligaciones susceptibles de garantía presentes 
o futuras.

De esta manera, a pesar de que el empresario 
tiene bienes que podrían servir para garantizar su 

-
nes más favorables, no puede hacerlo porque el 
régimen jurídico colombiano lo permite de manera 
muy limitada.

La mayoría de los países desarrollados ya han in-
corporado en sus legislaciones sistemas modernos de 
garantías mobiliarias con muy buenos resultados y 
numerosos países emergentes se encuentran en pro-
ceso de hacerlo. China, Honduras y México son un 
buen ejemplo de ello. En este sentido, es importante 
resaltar la importancia de que Colombia logre actua-

facilitar a las pequeñas y medianas empresas el acce-
so al crédito y permitir así que estas puedan competir 
en condiciones de igualdad en los mercados interna-
cionales.

El proyecto de ley apuntará a mejorar la competi-
tividad de Colombia en el indicador de obtención de 
crédito de “Doing Business”, facilitará el acceso a 
recursos a través del aumento del crédito disponible 

las micro, pequeñas y medianas empresas.
Con este proyecto de ley, el Gobierno Nacional 

busca que más personas tengan acceso a crédito 
a unas tasas de interés más bajas. Lo anterior, por 
cuanto se espera que los bancos ofrezcan créditos 
más baratos en la medida que con el proyecto de ley, 
el riesgo de conceder créditos disminuiría ostensi-
blemente.

En efecto, la formalización del crédito también 
es una prioridad de este gobierno, en la medida en 
que disminuye el valor del crédito y fortalece al sec-
tor productivo. Nuestras empresas necesitan crecer 
y para ello, se hace necesario que tengan acceso a 

cerrado por no contar con garantías que aseguren el 
crédito. De esta manera, a pesar de que el empresa-
rio tiene bienes que podrían servir para garantizar su 
crédito y, en consecuencia, tener acceso a recursos 
económicos en unas condiciones más favorables, no 
puede hacerlo porque nuestro régimen jurídico no se 
lo permite. Y no lo permite porque es anacrónico y 
obsoleto. Esa fue la tarea que tuvo la comisión nom-
brada para el desarrollo del proyecto de ley, actuali-
zar el derecho prendario colombiano y ajustarlo a los 
estándares internacionales.
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3. Qué hizo el Gobierno: Comisión
El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo y 

la Superintendencia de Sociedades conformaron una 
comisión de altos funcionarios y expertos juristas 
de reconocida trayectoria académica en diferentes 
áreas del derecho para que, con la asesoría de exper-
tos internacionales, elaboraran este proyecto de ley 
que se ha presentado a consideración del honorable 
Congreso de la República. Será pues, un paso más 
en el avance, no solamente del derecho colombiano, 
sino del desarrollo empresarial (especialmente el de 
las micro, pequeñas y medianas empresas), actual-
mente envuelto en un círculo vicioso de restricción 
crediticia.

La comisión ad honórem que trabajó con el apo-
yo del Banco Mundial/IFC, es una instancia con-
sultora de carácter técnico, foro de análisis y apoyo 
para la elaboración del proyecto de ley y quedó in-
tegrada, entre otros, por: el Superintendente Finan-
ciero, el Viceministro de Justicia, el Viceministro 
de Desarrollo, la Superintendente Delegada para 
Inspección, Vigilancia y Control de la Superinten-
dencia de Sociedades y el Vicepresidente Jurídico 
de Asobancaria.

La Presidencia de la comisión fue ejercida por el 
Viceministro de Justicia, Pablo Felipe Robledo; la 
Vicepresidencia, por Francisco Reyes Villamizar; y 
la Secretaría Técnica, por la asesora de la Superin-
tendencia de Sociedades, Diana Lucía Talero.

4. Clima de negocios
El proyecto de ley que se somete a consideración 

del honorable Congreso de la República está enca-
minado, adicionalmente, a que Colombia continúe 
mejorando en la medición del clima de negocios que 
hace el Banco Mundial, a través de su reporte Doing 
Business y en el cual el país ha obtenido un destaca-
do desempeño en los últimos años.

Una de las formas de evaluar nuestra gestión 
como país consiste en medir constantemente nues-
tro clima de negocios. Para ello, se necesita con-
tar con una línea base, indicadores claros y metas 
establecidas para el corto, mediano y largo plazo. 
Existen varios reportes globales que miden dis-
tintas áreas y diferentes aspectos. Para mejorar el 
clima de negocios, Colombia ha venido midiéndo-
se como país mediante el Reporte Doing Business 
del Banco Mundial.

Aunque los resultados son muy buenos, es im-
portante continuar con este trabajo de mejoramiento 

escalafón de este indicador, por cuanto estamos con-
vencidos que mejorando el clima de negocios en Co-
lombia, fortalecemos el sector productivo del país, 
que es el combustible que nutre a las locomotoras 
del desarrollo.

Como se recordará, el avance de Colombia ha 
sido altamente destacado en dicho estudio, en la me-
dida en que ha sido catalogado como uno de los 10 
países más reformadores a nivel global por cuatro 
años prácticamente consecutivos (entre 2007 y 2009 
y 2011) y como el más reformador de América Lati-
na y el Caribe durante los últimos cinco años (2006-
2011).

En este contexto, la actualización del régimen 
de garantías mobiliarias permitirá que el ambien-
te de negocios mejore sustancialmente en nuestro 
país, de manera que los inversionistas se sientan 
seguros de invertir en Colombia, gracias a un mar-

internacionales.
En el “Índice de Obtención de Crédito” de 

dicho reporte, Colombia ocupa actualmente el 
puesto 67 en las 183 economías medidas, en lo 
que tiene que ver con la facilidad para obtención 
de crédito; y el puesto 10, en América Latina y 
El Caribe. A pesar de que contamos con derechos 
legales claros para acreedores y deudores y de un 
sistema de información crediticia relativamente 
eficiente, todavía existen importantes oportuni-
dades para mejorar. Esta es la radiografía de la 
situación colombiana:

Indicador Colombia América Latina 
y el Caribe OCDE

Índice de fortaleza de los derechos 
legales (0-10) 5 6 7

Índice de alcance de la información 
crediticia (0-6) 5 3 5

Cobertura de registros públicos  
(% de adultos) 0,0 10,1 9,5

Cobertura de organismos privados 
(% de adultos) 71,2 34,2 63,9

Como puede observarse, Colombia tiene im-
portantes retos en el “índice de fortaleza de dere-

-
cesario que las empresas puedan conferir derechos 
de garantía sobre bienes como cuentas por cobrar 
o su inventario; poner en funcionamiento un regis-

-
sible por Internet; que los acreedores garantizados 
sean pagados con preferencia cuando un negocio 
es liquidado y permitir a las partes acordar que el 
acreedor pueda ejecutar su garantía de manera ex-
trajudicial.

De los 32 países de Latinoamérica, 14 permi-
ten ejecución de la garantía extrajudicial y solo 15 
consienten en crear garantías sobre bienes con una 
descripción general (no detallada) del bien. Colom-
bia se encuentra por fuera de ambas mediciones, por 
cuanto no es posible ejecutar la garantía por fuera 
de un proceso judicial y porque el bien sobre el que 
se constituye la prenda debe estar descrito detalla-
damente. En este mismo sentido, solamente 3 países 
(Guatemala, Haití y Perú) han actualizado durante 
los últimos años su legislación sobre obligaciones 
garantizadas. En cuanto a México y Nicaragua, se 
espera que adopten prontamente una nueva legisla-
ción inspirada en la ley modelo interamericana en 
garantías mobiliarias de la Organización de Estados 
Americanos (OEA) de 2002.

Investigaciones demuestran que en países desa-
rrollados, un deudor con garantías mobiliarias ob-
tiene crédito nueve veces más fácil que un deudor 

de mayores periodos de amortización (11 veces más 

(50% menos).
China es un caso exitoso que merece ser destaca-

da en esta exposición de motivos. Con la creación de 
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un registro centralizado para las garantías mobilia-
rias, se han mejorado considerablemente las coloca-
ciones para las pequeñas y medianas empresas. En 2 
años, 110.000 pequeñas y medianas empresas se han 

muebles como garantía y las empresas han obtenido 
-

do bienes mobiliarios como garantía (principalmen-
te, cuentas por cobrar).

Con el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 
“Prosperidad para Todos” se pretende lograr ma-
yores niveles de crecimiento sostenible y de com-

la mejora en el clima de los negocios constituye un 
factor determinante de gran importancia. Gracias a 
un decidido trabajo en equipo enfocado en mejorar 
el clima de negocios en nuestro país, el Gobierno 
avanzará en dos de sus tres metas fundamentales –
más empleo y menos pobreza–, mejorará dos de sus 
ejes transversales –posicionamiento internacional y 
buen gobierno– y fortalecerá sus locomotoras para 
el crecimiento y la generación de empleo. Como se 
puede ver, el clima de negocios tiene un impacto po-
sitivo importante en toda la estrategia del Gobierno 
del Presidente Juan Manuel Santos.

El señor Presidente ha avalado la continuación 
del trabajo que se venía haciendo con anterioridad, 
en el marco del reporte Doing Business para lograr 
un clima de negocios favorable para la actividad em-
presarial. Además, instó a la consecución de las re-
formas que le permitan a Colombia estar en el 2014 
entre los primeros 20 países en los que será más fácil 
hacer negocios en el mundo, y este proyecto de ley 
será una pieza fundamental para lograr esta meta gu-
bernamental.

El informe Nacional de Competitividad 2011-
2012, “Ruta a la prosperidad colectiva”, del Conse-
jo Privado de Competitividad resalta dentro de sus 
recomendaciones del capítulo de acceso a crédito 
la necesidad de fortalecer los derechos de los acree-
dores en los siguientes términos: “

-

”.
5. El proyecto de ley de garantías mobiliarias y 

el Plan Nacional de Desarrollo 2010- 2014 “Pros-
peridad para Todos” (en adelante simplemente el 
“Plan”)

El proyecto de ley que se somete a consideración 
del honorable Congreso de la República no solo se 

que además apunta de manera directa a varios de los 
objetivos buscados por el mismo.

En lo que tiene que ver con los ejes transversales 
mencionados en el artículo 3° del Plan, el proyecto 
de ley, según se ha indicado de manera reiterada en 
esta exposición de motivos, pretende “

-
-

-
”.

Sin duda, el presente proyecto de garantías mo-
biliarias ofrece un nuevo abanico de posibilidades a 
las empresas colombianas en el sentido de facilitar 
la constitución de garantías mobiliarias para facili-
tar el acceso al crédito. Un mayor acceso al crédi-
to permite que las empresas puedan contar con un 

sus inversiones que contribuya al crecimiento de las 
-

sas ayudará a que Colombia tenga un mayor y mejor 
posicionamiento en los mercados internacionales.

En este orden de ideas, cabe destacar que el pro-
yecto de ley se enmarca también en la estrategia de 
crecimiento económico sostenible contemplada en el 
Plan en la medida que busca que las empresas co-
lombianas sean más competitivas. En efecto, es im-
portante destacar que si lo que se quiere es competir 
en condiciones de igualdad en los mercados interna-
cionales, es preciso actualizar el régimen de garan-
tías mobiliarias de tal forma que Colombia no se vea 
rezagada frente a países como Perú y Honduras, que 
ya cuentan con una ley de garantías mobiliarias en 

ágiles para constituir garantías sobre bienes muebles.
Adicionalmente, mediante este proyecto de ley 

programa de transformación productiva, según lo se-
ñalado en el artículo 50 de Plan. En la medida que 
el mencionado programa busca fomentar sectores 
estratégicos de la economía, en los que se consi-
dera que Colombia posee ventajas competitivas, es 
importante que las empresas que produzcan bienes 

la economía, cuenten con más acceso a los canales 

agrandar sus empresas y contribuir al crecimiento y 
desarrollo de la economía colombiana.

6. Impacto económico de la problemática

es importante destacar de manera especial que, la 

incrementa el riesgo para quienes son proveedores 

existe claridad sobre qué tipos de bienes puede ser 
sometidos a garantías mobiliarias o si no existe clari-
dad sobre si los bienes ya han sido dados en garantía 
o si no existe certeza sobre la prelación de los crédi-
tos, el riesgo aumenta y por ende el costo del crédito. 
La falta de acceso al crédito, como bien se sabe, tiene 
un impacto negativo en el crecimiento económico, 
por cuanto es a través del crédito que las empresas 
puedan invertir para ampliar su producción.

Así mismo, mediante este proyecto de ley se am-
plían las posibilidades de crédito para aquellas mi-
cro, pequeñas y medianas empresas que sean propie-
tarias de bienes inmuebles.

7. Consideraciones sobre los términos “garan-
tía real” y “prenda”

En el presente proyecto de ley, uno los principales 
cambios de política legislativa involucra el uso del 
concepto de garantía real sobre bienes muebles, en 
lugar del término “prenda”. Este cambio conceptual 
se compagina con el objetivo del proyecto de ley en 
el sentido de aumentar y facilitar el acceso al crédi-
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to. En efecto, la garantía real es más amplia que la 
“prenda” y en tal sentido, el proyecto optó por este 
cambio legislativo conceptual porque es indispensa-
ble modernizar el concepto de prenda para que sea 

-

plenamente, o cuentas por cobrar no representadas 
en títulos de crédito. Por consiguiente, el concepto 

y las clases de bienes que podrán emplearse como 
garantía de préstamos. Esto, a su vez, expandirá las 
posibilidades para acceder a crédito.

8. Registro de las garantías
El adecuado funcionamiento del nuevo régimen 

de garantías mobiliarias exige un sistema de Registro 
acorde con su espíritu. Por este motivo el proyecto 
establece un registro no constitutivo, pero que busca 
asegurar la publicidad efectiva de las garantías y a la 
vez generar un sistema de prelación.

-
rencia con que las cámaras de comercio del país han 
manejado los registros públicos a ellas asignados, se 
les entrega a estas entidades el manejo del mismo, 
lo cual garantiza su operatividad inmediata y genera 

-
teresados.

Adicionalmente, se pretende amparar también la 
protección adecuada de la información y se establece 
que el registro deberá ser llevado por medios elec-
trónicos y de manera centralizada, de manera que 
cualquier ciudadano, desde cualquier lugar, pueda 
acceder al mismo y obtener la información más re-
levante en relación con las garantías mobiliarias que 
recaigan sobre los bienes que soporten este tipo de 
gravamen.

Especial cuidado se ha dado a la facilitación de 
los trámites frente a este registro, los cuales pueden 
realizarse a través de Internet, al más bajo costo po-
sible y sin cargas tributarias que aumenten y desvir-
túen el espíritu de la ley.

9. Graduación de la prioridad de acreedores 
sobre bienes del deudor y publicidad de la ga-
rantía

En el proyecto se hace hincapié en el sistema de 
prioridad de acreedores e inscripción pública de ga-
rantías. Este sistema resulta clave en el costo del cré-
dito porque cualquiera sea el valor de un bien dado 

determinar su valor cuando conoce el valor de cual-
quier otro gravamen anterior sobre el mismo bien. 
Cuando es oneroso y difícil obtener esta información 
–como es actualmente de costoso y difícil bajo el sis-
tema actual de registros– los prestamistas no cuentan 

Cuando el registro mismo es incierto y oneroso o 
cuando otros gravámenes que no se registran tienen 
prioridad frente a garantías reales registradas, los 
prestamistas no valorarán adecuadamente los bienes 
susceptibles de ser dados en garantía para con base 
en ellos otorgar créditos a los micros, pequeños y 
medianos empresarios y a cualquier persona natural 
que así lo requiera.

A efectos de cumplir con estos objetivos, en el 
proyecto se establece que, en general, el grado de 

prioridad de acreedores se determine desde que es-
tos inscriban su gravamen en el registro de garantías 
constituido por una base de datos electrónica. Las 

-
tro, contemplan un sistema accesible y barato para 
todos los usuarios.

Adicionalmente, es importante destacar que con 

proyecto se limita la información que debe inscribir-
se a aquella estrictamente necesaria.

Finalmente, el proyecto optó por autorizar al Go-
bierno Nacional para reglamentar el establecimiento 
y funcionamiento de este registro de garantías sobre 
la base de estos principios, debido a que muchas 
cuestiones técnicas precisan de seguidas revisiones 
regulatorias.

Actualmente, y gracias a la tecnología disponible, 
existen experiencias comparadas importantes de sis-
temas de inscripción de garantías parecidos que son 
sumamente seguros, accesibles y baratos. Tal es el 
caso de Honduras y México entre otros. En este sen-
tido es importante resaltar igualmente que, se cuenta 
también en esta materia con estándares internacio-
nales, puesto que la Comisión de Naciones Unidas 
para el Derecho Mercantil Internacional CNUDMI, 
desarrolló la Guía Legislativa de la CNUDMI sobre 
operaciones garantizadas, que sirvió de base para 
este desarrollo conceptual.

Es así como la Guía Legislativa de la CNUDMI 
-

des principales, esto es, (i) brindar a los acreedores 
-

cacia frente a terceros de las garantías constituidas 
sobre todos los tipos de bienes muebles; (ii) servir 
como fuente objetiva de información para determi-
nar si los bienes de un otorgante están sujetos a una 
garantía; y (iii) “ -

-
-

”2.
10. Ejecución de las garantías
10.1 Generalidades

cumplimiento de una obligación principal. Por ejem-
plo, en el caso del crédito, la garantía otorgada am-
para la obligación del deudor de cumplir con el pago 
del préstamo cuando el mismo no se honra oportuna-
mente. De esta forma el acreedor recupera el monto 
impagado haciendo efectiva la garantía.

La ejecución del bien dado en garantía en caso 
de que la obligación principal no sea adecuada u 
oportunamente cumplida debe ser un procedimiento 
expedito para evitar que los derechos de los acree-
dores así como su patrimonio resulten afectados. Sin 
embargo, en Colombia, la congestión de la rama ju-

-

este punto cabe resaltar que la desprotección de los 
derechos de los acreedores perjudica a los deudores 
2 Guía legislativa de la CNUDMI sobre operaciones 

garantizadas, página 160 versión en castellano. 
Disponible en www.uncitral.org.
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potenciales, ya que en esa misma medida se restringe 
la oferta de crédito.

Como ya se mencionó, las garantías son acceso-
rias a la obligación principal, por lo cual facilitan la 
obtención del crédito. No obstante, adicional a los 

-
tividad produce otros, que deben tomarse en cuen-
ta por cuanto afectan la facilidad de la obtención de 
dicho crédito. Por ejemplo, la Circular Básica Jurí-
dica de la Superintendencia Financiera señala en el 
Título II al referirse a las garantías admisibles por 
los establecimientos de crédito que 

-
-

-

A su turno, la Circular Básica Contable y Finan-
ciera, expedida también por la Superintendencia Fi-
nanciera, establece que el otorgamiento de crédito de 

-
miento del sujeto de crédito, su capacidad de pago y 
características del contrato a celebrar, que incluyen, 
entre otros, las garantías que respaldan la operación 

Superintendencia Financiera que “

-
-

-

-

”3.
En consecuencia, es claro que para obtener un 

crédito se tomarán en cuenta las garantías, además 
de otros factores como la capacidad de pago del 
eventual deudor. Pero una garantía irrecuperable, o 

servicios por parte de quien las ofrezca.
No puede olvidarse que el principal objetivo del 

proyecto es incrementar el acceso al crédito a través 
de mecanismos que brinden real y efectivo respaldo 
a las obligaciones y es esta la razón que motiva la 
propuesta normativa contenida en este proyecto de 
ley. En efecto, si se quiere incrementar el crédito se 
requiere necesariamente, que las garantías se puedan 
3 Superintendencia Financiera. Circular Básica Contable. 

Capítulo II, Reglas Relativas a la Gestión de Riesgo 
Crediticio. Numeral 1.3.2.3.1. Literal d).

ejecutar fácilmente en caso de incumplirse la obli-
gación principal. Como se desprende de los textos 
transcritos, la misma Superintendencia Financiera 

-
gar un crédito, un cuidadoso análisis de tal respaldo, 

-
cieros de los establecimientos de crédito, en el even-
to de una mora.

10.2 Problemas en la ejecución de las garantías
10.2.1 Rama judicial congestionada
La congestión de los despachos judiciales es un 

tema de vieja data en nuestro país y es uno de los 
principales problemas de los acreedores al ejecutar 
las garantías. Esto es evidente y en la exposición de 
motivos del Proyecto de Acto Legislativo número 07 
de 2011 del Senado, -

 
expresamente el Gobierno Nacional 

manifestó al respecto que “ -
-

-

-

-
”.

Señala dicho documento que un proceso ejecutivo 
hipotecario en Colombia tarda en promedio 6.6 años, 
“…

-
”.

Dicha exposición de motivos menciona los efectos 
negativos de tal congestión y resalta los siguientes:

-
-

-

-

-

”.
Indica además que “…

-

”.
“ -

-
”.
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En el análisis que contiene la mencionada exposi-
ción de motivos se hace referencia al informe “

2011” del Banco Mundial, e indica que en 
la resolución judicial de controversias contractuales

-
-

”. 
que “…

”.

Las anteriores cifras muestran que un proceso que 
en principio debería, por su propia naturaleza, ser rá-

desincentiva el otorgamiento de crédito, con lo que 
se afectan gravemente los derechos de los acreedores 
y de contera, los de los eventuales y potenciales deu-

evidente en el caso de las garantías mobiliarias, en 
donde los bienes, luego de la terminación del pro-
ceso están, en la mayoría de los casos, depreciados. 
La situación es aún peor en el caso de garantías con 
una vida económica corta, como pueden ser bienes 
en inventario, ganado, cosechas, los cuales pierden 
su valor como garantía frente a procesos ejecutivos 
de gran duración.

10.2.2 Problemas de procedimiento
Como se indicó anteriormente, además de una 

rama judicial congestionada, el trámite del proceso 
ejecutivo en la práctica resulta dispendioso y demo-

-
des para lograr la práctica del secuestro de los bienes 
y para la venta de los mismos, son los principales 
cuellos de botella.

por ejemplo, Adolfo Rouillon en el Documento del 

Banco Mundial denominado
” de mayo de 2006 señaló: “

-

-

-

-
”. Otras voces han reiterado este aspecto4.

Por todo lo anterior, se evidencia la necesidad de 
solucionar las trabas procedimentales que impiden la 

partes involucradas con la obligación, que como tam-
bién ya se expresó, no es simplemente el acreedor.

10.2.3 Limitaciones al crédito
-

tan la oferta de crédito5. Sobre este punto no puede 
perderse de vista que la protección del crédito es un 
postulado constitucional. En efecto, la Constitución 
Política en sus artículos 64 y 335 establece que los 
créditos deben ser protegidos y el Estado debe velar 
por tal protección6.
4 Instituto Colombiano de Ahorro y Vivienda María 

Mercedes Cuéllar. Mayo 8 de 2006. Comentarios al 
Documento del Banco Mundial sobre Derechos de 
Crédito y Procesos Concursales. 

5 Banco Mundial. Derechos de Crédito y Procesos 
Concursales. Adolfo Rouillon. Mayo 2006

. 

 
6 Constitución Política. Artículo 64 “

crédito

 Constitución Política. Artículo 335: “



GACETA DEL CONGRESO  69  Jueves, 15 de marzo de 2012 Página 23

Tal y como lo menciona el Banco Mundial en el 
documento anteriormente reseñado, 

-

 

-

”.
Si bien el articulado propuesto en cuanto a la 

ejecución de los bienes dados en garantía puede 
resultar en parte novedoso en nuestro país, no lo es 
internacionalmente. Experiencias exitosas de paí-
ses como Honduras, cuyo sistema legislativo civil 
proviene también del Código Napoleónico, mues-
tran que es posible estructurar una legislación que 
respete los derechos de los acreedores protegien-
do, a su vez, los de los deudores. En efecto el De-
creto número 182 de 2009 –Ley de Garantías Mo-
biliarias de Honduras– establece un procedimiento 
de ejecución extrajudicial con plazos cortos. Ex-
presamente se indica en la Exposición de Motivos 
de dicha legislación:

“
-

-

...
-

-
-

-

-

-

”.

-

-

-

-

-

-

-
-
-

Por todo lo dicho resulta imperioso realizar refor-
mas legales que contengan mecanismos encamina-
dos a brindar efectividad y agilidad a la ejecución de 
las garantías. El proyecto de ley contempla tales me-
canismos. En efecto, permite la ejecución extrajudi-

limita las excepciones u oposiciones que pueden 
interponer los deudores, elimina el pacto pignorati-
cio y facilita la venta de los bienes, entre otros. Es-
tas son recomendaciones avaladas por la CNUDMI 
(Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho 
Mercantil Internacional), en la Guía Legislativa de la 
CNUDMI sobre operaciones garantizadas. Así mis-
mo, la Ley Modelo Interamericana sobre garantías 
mobiliarias prevé mecanismos extrajudiciales ágiles 
para la ejecución de las garantías, limita las excep-
ciones que pueden interponerse (solo pago total) y 
establece alternativas al acreedor para la venta di-
recta de los bienes dados en garantía (artículos 55, 
56, y 59).

Es claro que al contar con una legislación que 
brinde mecanismos para que las garantías cumplan 

-
vas consecuencias que ello genera desde todo punto 
de vista.

10.2.4 Trámite extrajudicial
Una de las principales propuestas que contiene 

el proyecto es la posibilidad de que la ejecución de 
las garantías se someta a un trámite extrajudicial, en 
tanto no existan oposiciones, debiendo estas últimas 
resolverse por la autoridad jurisdiccional.

Nuestra legislación ha ido avanzando sobre tal 
posibilidad. En efecto, vemos por ejemplo que la 
Ley 1328 de 2009, “

-
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” permite hacer efectivas las 
garantías sin intervención judicial7.

Esta propuesta se encuentra en la misma línea 
de lo previsto en el artículo 24 de la Ley 1285 de 
2009, que determina como prioritario del trabajo de 
la Comisión del Proceso Oral que allí se crea, tratar 
entre otras, -

. Igualmente, el Plan Na-
cional de Desarrollo (Ley 1450 de 2011), consagra 
la necesidad de implementar mecanismos de desju-
dicialización, traslado de funciones jurisdiccionales 
a autoridades administrativas y a particulares, para 
generar descongestión judicial y mejores condicio-
nes de acceso a la justicia.

La propuesta contenida en el proyecto de ley so-
bre la ejecución de las garantías mobiliarias, brinda 

-
rechos de los deudores y acreedores, incentivará el 
otorgamiento de crédito. El país está en mora de rea-
lizar estos cambios legislativos los cuales, sin duda, 
7

. (Subrayas fuera de texto).

y para la economía en general.
La propuesta contenida en el proyecto se encuen-

tra en la misma dirección de la tendencia internacio-
nal y está acorde con las recomendaciones de orga-
nismos internacionales como son el Banco Mundial 
y la CNUDMI (Comisión de las Naciones Unidas 
para el Derecho Mercantil Internacional).

Ministro de Comercio, Industria y Turismo.

Ministro de Comercio, Industria y Turismo (E.).
SENADO DE LA REPÚBLICA

Secretaría General (art. 139 y s.s. Ley 5ª de 1992)
El día 14 del mes de marzo del año 2012 se radicó 

en este Despacho el Proyecto de ley número 200, con 
todos y cada uno de los requisitos constitucionales y 
legales por el Ministro (E.), doctor 

Ministro de Comercio Industria y Tu-
rismo (E).

El Secretario General,

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación Leyes
Bogotá, D. C., 14 de marzo de 2012
Señor Presidente:

-
to de ley número 200 de 2012 Senado, 

me permito pasar a su 
Despacho el expediente de la mencionada iniciativa 
que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría 
General. La materia de que trata el mencionado pro-
yecto de ley es competencia de la Comisión Tercera 
Constitucional Permanente, de conformidad con las 
disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General,

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 14 de marzo de 2012
De conformidad con el informe de Secretaría Ge-

neral, dese por repartido el Proyecto de ley de la re-
ferencia a la Comisión Tercera Constitucional y en-
víese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el 

Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la Repú-

blica,

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,
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INFORME SOBRE LA OBJECIÓN PRESIDEN-
CIAL PRESENTADA AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 95 DE 2011 SENADO, 024 DE 2010 

CÁMARA
-
-

Bogotá, D. C., marzo de 2012
Doctores
JUAN MANUEL CORZO
Presidente
Honorable Senado de la República
SIMÓN GAVIRIA MUÑOZ
Presidente
Honorable Cámara de Representantes.
Referencia: Informe sobre la objeción presiden-

cial presentada al Proyecto de ley número 95 de 2011 
Senado, 024 de 2010 Cámara, 

-
-

.
Designados como miembros de la Comisión Ac-

cidental para estudiar las objeciones presentadas por 
el Ejecutivo al proyecto de la referencia, de confor-
midad con lo dispuesto por la Constitución Nacional 
por la Ley 5ª de 1992 y bajo los parámetros esta-
blecidos por la Honorable Corte Constitucional, en 
la Sentencia C-801 de 2001, Magistrado Ponente 
Rodrigo Escobar Gil, procedemos a rendir el corres-

-
deración de la Plenaria de la Corporación que usted 
preside.

1. Objeción presidencial por constitucionalidad
Detalla la comunicación recibida de parte de la 

Presidencia de la República y trasladada a nuestro 
-

cretaría General de la honorable Cámara de Repre-
sentantes que “ -

-

Objeción por inconstitucionalidad del artículo 1°
El artículo 1° consagra:
Artículo 1°. El propietario de un vehículo hur-

tado, que no haya cancelado la matrícula del mis-
mo en un periodo de hasta veinticuatro (24) meses 
a partir del denuncio de la Comisión del Delito del 
Hurto estará exento del pago de multas e intereses u 
otros cargos que genere el impuesto sobre vehículos 
automotores. La exención se otorga para el periodo 

denunció la Comisión del Delito del Hurto, y siem-
pre que el vehículo no haya sido recuperado dentro 
de los tres meses siguientes al denuncio respectivo.

El contribuyente afectado tendrá derecho a acce-

del hurto se encuentra a paz y salvo con la admi-
nistración de impuestos respectiva por concepto de 
obligaciones e intereses tributarios que graven el ve-
hículo causadas con anterioridad al hurto del mismo.

Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional dentro de 
los tres (3) meses siguientes a la vigencia de esta ley 
establecerá los requisitos para acceder a este bene-

Parágrafo 2°. En caso que el vehículo sea re-
cuperado por las autoridades correspondientes, el 
contribuyente reiniciará el cumplimiento de sus obli-

Parágrafo 3°. La cancelación de la matrícula será 
obligatoria en cualquier caso de hurto de vehículo 
automotor y deberá ser realizada en un plazo máxi-
mo de veinticuatro (24) meses a partir del denuncio 
de la Comisión del Delito del Hurto. De no realizarse 
la cancelación en este lapso, siempre y cuando el in-
cumplimiento de dicho plazo no obedezca a demora 
por parte de las autoridades competentes para expe-

de la Resolución número 4775 del 1° de octubre de 
2009, el contribuyente deberá cumplir las obligacio-

vehículo, incluso de aquellas que se hayan causado 
durante el plazo de los veinticuatro (24) meses de 
que trata este parágrafo.

Para la cancelación de la matrícula de un vehículo 
automotor por hurto se requerirá únicamente los re-
quisitos señalados en el artículo 49 de la Resolución 
número 4775 del 1° de octubre de 2009, expedida 
por el Ministerio de Transporte.

Como se ha expresado, la Objeción Presidencial 
por constitucionalidad señala que de los apartes su-
brayados 

-

-
por lo que -

Se sustenta la objeción en que el artículo 294 de la 
Constitución Política establece que 

-
y, en este sentido, -

-

sus 

Asimismo, está señalado que adicional a lo indi-
cado, la Constitución también 

s -

-

INFORMES DE OBJECIONES PRESIDENCIALES
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Inconstitucionalidad del artículo 2°
El artículo 2° consagra:
Artículo 2°. Las Secretarías de Hacienda de las 

Entidades Territoriales y el Distrito Capital promo-
verán campañas de información y difusión dirigidas 
a dar a conocer a los contribuyentes de impuestos 

ley les concede en caso de hurto.
Según el escrito Presidencial, -
 se 

 
-

II. Informe de la Comisión Accidental
Así las cosas, esta Comisión considera rechazar 

la Objeción Presidencial por las siguientes razones:
i) Exenciones y tratamientos preferenciales
De nuestro análisis, cabe rebatir la inconstitucio-

nalidad de la medida dado que, con respecto a lo ci-
tado en la objeción como principal fundamento para 
la misma, al señalar que “la ley no podrá conceder 
exenciones ni tratamientos preferenciales en relación 
con los tributos de propiedad de las entidades terri-
toriales”, en primer lugar no se trata de una exen-
ción en la medida que el impuesto se causa sobre la 
propiedad del bien y debe ser pagado, no así con las 
multas y sanciones que se derivan del incumplimien-
to en cuanto al pago oportuno del mismo lo cual, en 

no se mantiene la propiedad del bien y las multas e 
intereses no deben pretenderse respecto de un bien 
cuya propiedad no se posee.

En segundo lugar, tampoco se trata de un trata-
miento preferencial, por cuanto no se está distin-
guiendo entre un tipo de vehículo u otro sino que al 
contrario, la medida propuesta cumple con el prin-

-
ria por igual a cualquier propietario que llegara a ser 
víctima del hurto de su vehículo.

ii) Vulneración de la autonomía territorial
Por otro lado no encontramos válida la objeción 

formulada por la Presidencia al proyecto de ley en 
su sustentación con base en el artículo 294 de la 
Constitución Política que establece 

-
por la sencilla razón de que el 

presente impuesto (impuesto sobre vehículos auto-
motores) no es de propiedad de los entes territoriales 
sino de propiedad de la Nación, quien lo cedió a los 

Ley 488 de 1998, que creó el impuesto que se estu-
dia, al señalar en su artículo 138:

“Artículo 138. Impuesto sobre vehículos auto-
motores. Créase el impuesto sobre vehículos auto-
motores el cual sustituirá a los impuestos de timbre 
nacional sobre vehículos automotores, cuya renta se 
cede…”. (Subrayado fuera de texto).

Y luego, el artículo 139 precisa:
“Artículo 139. 

Impuesto. La renta del impuesto sobre vehículos au-
tomotores, corresponderá a los municipios, distritos, 
departamentos y el Distrito Capital de Santa Fe de 
Bogotá, en las condiciones y términos establecidos 
en la presente ley. (Subrayado fuera de texto).

Total, este impuesto no hace parte de las rentas 
propias de los entes regionales, ni constitucional, ni 
legalmente. Se trata solo de un tributo cedido a ellos: 
por lo que las Asambleas o los Concejos municipales 

dicho impuesto, sino simplemente administrarlo.
Así las cosas, al establecerse que el impuesto so-

bre vehículos es de propiedad de la Nación, el Legis-
lador puede establecer las condiciones de su causa-
ción, tales como el hecho generador, la base grava-
ble, los sujetos, las tarifas, etc., como efectivamente 
lo hizo en la citada ley y, en virtud de una nueva 

la limitación legislativa que resulta del artículo 294 
Constitucional está referida a la imposibilidad de 
conceder exenciones o tratamientos preferenciales 
en relación con las rentas propias de las entidades te-
rritoriales, también llamadas de fuente endógena, no 
a las de propiedad de la Nación que les sean cedidas.

En este sentido, bien podría el Legislador haber 
hecho extensiva la exención al impuesto mismo y no 
solo a los intereses y multas, pues la víctima del hur-
to queda privada del bien mismo, que es el vehículo.

iii) Tributos de los Entes Territoriales
Finalmente, aún en el evento de tratarse de un tri-

buto de los entes territoriales, la Corte Constitucio-
nal ha precisado que la potestad tributaria de los de-
partamentos y municipios no es absoluta, sino que se 
encuentra limitada por la Constitución Política y la 
ley, conclusión que resulta del análisis sistemático de 
los artículos 150-12, 300-4, 313-4 y 362 Superiores, 
normas que, por otra parte, muestran la competencia 

-

En este sentido se ha pronunciado la Honorable 
Corte así:

Sentencia C-720 de 1999, Magistrado Ponente, 
doctor Eduardo Cifuentes Muñoz:

“Coincide la Corte con el concepto enviado por el 
representante del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público en el sentido de sostener que los artículos 

-
gridad los elementos que conforman el impuesto de 
vehículos automotores creado por las mencionadas 
normas.

En efecto, la Ley 488 de 1998 creó un nuevo im-
puesto sobre vehículos automotores que sustituye 
a los impuestos de timbre nacional, de circulación 

-
to Capital de Santa Fe de Bogotá. El artículo 139 

las rentas del impuesto a “los municipios, distritos, 
departamentos y el Distrito Capital de Santa Fe de 
Bogotá en las condiciones y términos establecidos 
en la presente ley” los siguientes artículos de la Ley 
448 regulan en su integridad el régimen del tributo: 
el hecho generador del impuesto (artículo 140) vehí-
culos gravados (artículo 141), sujeto pasivo (artículo 
142) base gravable (artículo 143) causación (artícu-
lo 144), tarifas (artículo 145) declaración y pago del 
impuesto (artículo 146), administración y control 
(artículo 147), traspaso de propiedad y traslado del 
registro (artículo 148) obligación de portar calcoma-

-
caudo (artículo 150).



GACETA DEL CONGRESO  69  Jueves, 15 de marzo de 2012 Página 27

Se trata, en suma, de un nuevo impuesto cuyo 

citados de la Ley 448 de 1998. Ahora bien, las dis-
posiciones precitadas no señalan de manera expresa 
si el impuesto creado es nacional, departamental o 
municipal

Tanto el demandante como algunos de los inter-
vinientes consideran que la respuesta a la cuestión 
planteada debe buscarse en los antecedentes o en la 
historia legislativa de las disposiciones demandadas 
Sin embargo, dado que en el presente caso la Corte 
se enfrenta al estudio de un tributo enteramente nue-
vo, regulado integralmente por el nuevo régimen le-
gal y en consecuencia, no parece procedente acudir a 

sustituidas para averiguar el dato que se echa de me-
nos. En efecto, el hecho de que en el pasado un deter-
minado tributo hubiere tenido carácter territorial no 
implica necesariamente que la nueva ley que lo susti-
tuye y regula integralmente le haya otorgado el mis-
mo carácter. Otra es la cuestión sobre si una refor-
ma de esta naturaleza al régimen legal de un tributo 
apareja una lesión de lo dispuesto en el artículo 362 
de la Carta. Sin embargo, este asunto será estudiado 
más adelante en esta providencia. Por ahora, baste 

en el cual la nueva ley reglamenta integralmente el 
régimen de un nuevo impuesto resulta improcedente 

el carácter territorial o nacional del tributo estudiado.
Podría sostenerse que si el legislador establece in-

tegralmente el régimen de un tributo y no señala que 
se trata de una fuente propia de las entidades territo-
riales en principio la renta es nacional. Sin embargo, 
este criterio no deja de ser un criterio auxiliar en nin-

-
dir a la aplicación de los criterios material y orgánico 
antes mencionados.

de vehículos automotores es una renta propia de las 
entidades territoriales. En efecto, se trata de un tri-
buto que se recauda en la jurisdicción de las respec-
tivas entidades, cuyo producto ingresa a los respec-
tivos presupuestos destinado a satisfacer intereses o 
necesidades locales o regionales y que en principio 
no cuenta con elementos sustantivos que permitan 

contradicción entre los criterios formal y material 
pues mientras el primero sugiere que se trata de una 
renta nacional el segundo permite pensar que consti-

-
tidades territoriales.

La contradicción planteada se resuelve acudiendo 
al tercero de los criterios antes mencionados es decir 
el criterio orgánico. En efecto en un contexto de in-

-

si el perfeccionamiento del régimen del tributo exige 
una manifestación de los órganos de representación 
política de dichas entidades.

La aplicación del criterio orgánico al caso que se 
-

culo automotor es un impuesto de carácter nacional. 
Ciertamente dicho tributo se encuentra establecido 
por la Ley 488 de 1998 sin que para su perfeccio-

namiento se requiera decisión alguna del concejo 
municipal o de la asamblea departamental. En con-
secuencia, el impuesto nacional de vehículos consti-
tuye una renta nacional cedida a las entidades terri-
toriales en proporción a lo recaudado en la respectiva 
jurisdicción.

7. Facultad de Intervención del legislador en la 
destinación de las rentas nacionales cedidas a las 
entidades territoriales

Las rentas cedidas anticipadamente a las entida-
des, territoriales son rentas creadas en virtud de una 
decisión política del nivel central de Gobierno que 
no constituyen  recursos propios de las 
entidades territoriales. En consecuencia como fue 
explicado anteriormente (ver supra F. J. 10) el legis-
lador puede intervenir en el proceso de asignación 
de las mencionadas rentas (...)”. (Subrayado fuera de 
texto).

Así, queda demostrada la posibilidad de conceder 
la exención que se plantea en el presente proyecto 

-
to mismo. A su vez existen otro pronunciamientos 
del Honorable Tribunal que nos permiten insistir 

-

cuantía correspondiente a multas, intereses y otros 
cargos cuando el vehículo es hurtado, tendríamos la 
siguiente sustentación:

Sentencia C-432 de 2003, Magistrado Ponente, 
doctor Jaime Araújo Rentería

“La norma combatida es fruto de la competencia 
impositiva que informa el poder legislador del Con-
greso de la República en virtud de lo cual este pue-

pertinente concederles efectos ultractivos total o par-
cialmente aumentando, manteniendo o disminuyen-

condiciones y por supuesto variando los plazos para 
acreditar los supuestos jurídicos y fácticos atinentes 

-
cales. Y, claro, siempre que tales dispositivos acaten 
satisfactoriamente los preceptos superiores que en-
marcan la función legislativa.

-
teria tributaria, no es absoluta, dada la siguiente ar-
gumentación:

Sentencia C-1114 de 2003, Magistrado Ponente, 
doctor Jaime Córdoba Triviño

“… el Congreso de la República es el titular de la 
facultad impositiva y que en ejercicio de esa facultad 

tributarias. De no ser así, esto es, de no permitírsele 

proferida en ese campo y se propiciaría la vigencia 
de un sistema tributario inconsecuente con las reali-
dades económicas del país (…).

3. Por otra parte, según el artículo 338 superior, 
en tiempo de paz, solamente el Congreso, las asam-
bleas departamentales y los concejos distritales y 

-
vos y pasivos, los hechos, las bases gravables y las 
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tarifas de los impuestos. De acuerdo con el artículo 
294, la ley no podrá conceder exenciones ni trata-
mientos preferenciales en relación con los tributos de 
propiedad de las entidades territoriales. Finalmente, 
según el artículo 362, los impuestos departamenta-
les y municipales gozan de protección constitucional 
y la ley no puede trasladarlos a la Nación, salvo en 
caso de guerra exterior.

Una primera lectura de esos preceptos parecería 
indicar que el Congreso, las asambleas departamen-
tales y los concejos distritales y municipales están 
legitimados por el constituyente para imponer con-
tribuciones y que cada una de esas entidades debe 

impuesto nacional, departamental y distrital o mu-
nicipal. De acuerdo con esta lectura, el único mar-

entidades territoriales sería la Constitución. Por este 
motivo, en este caso particular, le asistiría razón al 
actor y habría de declararse la inexequibilidad de las 
reglas de derecho demandadas pues el legislador ha-

privativos de las entidades territoriales.
No obstante, la asunción de la Carta como un sis-

tema normativo permite desvirtuar el alcance de esa 
primera lectura. De un lado, porque el artículo 150.12 
radica en el Congreso la facultad de establecer con-

tributos nacionales y territoriales. De otro, porque los 
artículos 287.3, 300.4 y 313.4 someten a la Consti-
tución y también a la ley la facultad de las entidades 
territoriales de establecer los tributos necesarios para 
el cumplimiento de sus funciones, la facultad de las 
asambleas departamentales de decretar los tributos y 
contribuciones necesarios para el cumplimiento de las 
funciones departamentales y la facultad de los conce-
jos municipales de votar los tributos.

En este orden de ideas, si bien las entidades te-
-

ración normativa en materia tributaria, esa facultad 
debe ejercerse en las condiciones indicadas en la 
Constitución y en la ley”.

Ahora bien, resolviendo el problema constitucio-
nal planteado por la Objeción Presidencial al artículo 
1°, queda resuelto también la afectación del artículo 
2° y, de esta manera, la constitucionalidad de los dos 
artículos.

III. Proposición
En los términos antes indicados, conjuntamente 

los miembros de las Comisiones Accidentales de Se-
nado y de Cámara de Representantes presentamos 
el informe a la objeción del Ejecutivo al Proyecto 
de ley número 95 de 2011 Senado, 024 de 2010 Cá-
mara, 

, y solicitamos a los 
honorables Congresistas su aprobación de tal manera 
que se rechaza la objeción presidencial.

Cordialmente,

 Representantes a la Cámara; -
 Senador de la República.
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